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Nuestra investigación busca medir el impacto de la aplicación del proceso inmediato 
reformado en los distritos fiscales de Ancash y de El Santa, permitiendo exponer la 
construcción de nuestra hipótesis a partir de la reunión y comparación de los datos 
objetivos extraídos de las Oficinas de Indicadores de Producción Fiscal del Ministerio 
Público, en ambos distritos fiscales, así como del Observatorio de Criminalidad del 
Ministerio Público. Dicha medición nos conduce a responder acerca de la utilidad y 
consolidación del proceso inmediato en la lucha contra la delincuencia a partir de las 
orientaciones fijadas por el Decreto Legislativo N° 1194 que, en ese sentido, se orienta a 
demostrar que la incidencia de aplicación del proceso inmediato reformado en los distritos 
fiscales que pertenecen a la región Ancash no ha tenido el impacto esperado por la 
ciudadanía; por el legislador, respecto de la reducción de la criminalidad, y por parte de 
los operadores jurisdiccionales, tanto fiscales como jueces penales, quienes registran 
inconvenientes en el desarrollo del proceso inmediato en sus ámbitos competenciales. En 
el desarrollo de la investigación, percibimos que uno de sus objetivos centrales de esta 
resulta ser que la acreditación de las medidas legislativas en el ámbito penal no se 
advierten como eficientes en la atención de los problemas de la reducción de la 
inseguridad ciudadana y de la tasa de criminalidad, en el período 2016-2017, por cuanto 
estos problemas socio criminológicos no pueden ser enfrentados con una política criminal 
sustentada en el fortalecimiento de un mecanismo de simplificación procesal, sin antes 
haber realizado un proceso sistemático de conexión de instituciones y de un trazado de 
política jurisdiccional futura que considere el uso de indicadores de desempeño, puesto 
que estos se encuentran relacionados con el análisis y evaluación de los resultados 
judiciales y fiscales, en los ámbitos de acción de las intervenciones públicas de las 
instituciones que conforman el sistema de justicia. 
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Our research seeks to measure the impact of the application of the immediate reformed 
process in the fiscal districts of Ancash and El Santa, allowing to expose the construction 
of our hypothesis from the meeting and comparison of the objective data extracted from 
the Production Indicators Offices Prosecutor of the Public Ministry, in both fiscal districts, 
as well as from the Criminality Observatory of the Public Ministry. Such measurement 
leads us to answer about the usefulness and immediate consolidation process in the fight 
against crime on the basis of the guidelines established by Legislative Decree No. 
1194, which is aimed at demonstrating that the incidence of application of the immediate 
reformed process in the fiscal districts that belong to the Ancash region has not had the 
impact expected by the citizens; by the legislators, regarding the reduction of crime, and 
by the jurisdictional operators, both prosecutors and criminal judges, who register 
inconveniences in the development of the immediate process in their areas of 
competence. In the development of the research, we perceive that one of its central 
objectives of this proof that the accreditation of legislative measures in criminal matters 
are not noticed as efficient in addressing the problems of reducing insecurity and the crime 
rate in the period 2016-2017, by as these socio-criminal logical problems cannot be 
faced with a criminal policy based on the strengthening of a procedural simplification 
mechanism, without first having carried out a systematic process of connection of 
institutions and a future jurisdictional policy design that considers the use of performance 
indicators, since these are related to the analysis and evaluation of judicial and fiscal 
results, in the areas of action of public interventions of the institutions that constitutes the 
justice system. 
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En el ámbito del estudio de un “problema” que nos permita detallar una investigación a 
nivel de Tesis, requisito para acceder al grado académico de Magíster, hemos 
considerado en forma preferente, el análisis y evaluación de un contexto sumamente 
complicado en una realidad específica.  
 
Una realidad que nos permita complementar nuestra experiencia personal, profesional y 
académica en un ámbito jurisdiccional que presente una complejidad relativa para la 
ejecución de una investigación. Dicha realidad está enfocada en el ámbito fiscal, debido a 
nuestra condición de miembro del Ministerio Público y por haber participado en la 
implementación del Nuevo Código Procesal Penal -NCPP, en adelante-, en los dos 
distritos fiscales establecidos en la región Ancash: El Santa y Ancash, en forma 
progresiva y sostenida. 
 
De este modo, hemos procurado analizar dos aspectos contrapuestos por su propia 
naturaleza, pero que permitirán una referencia puntual: 
 
a) La política criminal nacional, en particular, la que se vincula con el contexto socio 
penal nacional, respecto de la atención de cierta criminalidad específica: la de 
actos de marcaje, pandillaje y delitos contra el patrimonio con el empleo de armas 
de fuego, que han generado un clima social negativo, elevando la inseguridad 
ciudadana.  
 
b) El proceso inmediato, como herramienta de naturaleza procesal y jurisdiccional 
para la ejecución de los objetivos de la política criminal nacional.  
 
Por ello, podremos evaluar una institución procesal que en esencia proviene del Derecho 
Comparado -inicialmente incluida con la vigencia del NCPP- pero que, a la primera 
situación estelar en la cual fue obligatoria su aplicación, generó una serie de 
cuestionamientos y de contradicciones de naturaleza procesal y jurisdiccional, debido, 
sobre todo, a su evaluación en los objetivos que planteaba alcanzar. 
 
En tal sentido, en este inicial modo, se planteó evaluar: 
 
a) El nivel de eficiencia en los procesos inmediatos, principalmente tomando en 
cuenta el contexto criminológico que se estaba evaluando. 
 
b) El contexto referencial de la duración del trámite de un proceso inmediato, el 
mismo que generó la evaluación supletoria de elementos referenciales 
constitucionales, como el debido proceso y la defensa del imputado, luego de 




c) El contexto de aplicabilidad del proceso inmediato, el mismo que provocó la 
intervención del propio Poder Judicial para poder tomar una decisión de carácter 
institucional frente al Decreto Legislativo N° 1194 emitido por el Poder Ejecutivo, 
tomando en cuenta la cesión de facultades legislativas del Congreso de la 
República.  
 
Por tanto, seguidamente presentamos el estudio ejecutado, sobre la base de la 
investigación esbozada en nuestro planeamiento de tesis, el cual contenía el análisis de 
los siguientes puntos: 
 
a) En la primera parte, se analiza el marco teórico aplicable a nuestro ámbito de 
estudio. 
 
b) En la segunda parte, se presenta el desarrollo que ha tenido el proceso inmediato 
en el ordenamiento judicial penal peruano, la reforma del mismo y su orientación a 
partir de la decisión de la Corte Suprema de Justicia de la República, con el 
Acuerdo Plenario Extraordinario, N° 02-2016/CIJ-116. 
 
c) En la tercera parte, que es la etapa conclusiva, se presenta el estudio estadístico 
que sustenta nuestra posición en la hipótesis. En ella se fundamentará la hipótesis 
de la investigación, así como se presentarán las conclusiones y recomendaciones. 
 
Estos puntos nos han permitido determinar la relación entre: 
 
a) El “contexto problemático”, centrado en el ámbito jurisdiccional, en particular en el 
Ministerio Público y, por ello, adjuntamos las referencias cuantitativas de nuestra 
investigación, donde se analizan los “anexos” de la presente investigación con 
información referencial proporcionada por el propio Ministerio Público. 
 
b) El análisis del “problema” que da origen a nuestra investigación y que ha sido 
evaluado desde una perspectiva teórica y aplicativa en lo jurisdiccional, donde se 
detalla la “justificación” que permite validar los “objetivos” planteados en nuestra 
propuesta original (Plan de Tesis). 
 
c) La “hipótesis” propuesta que permite detallar nuestra posición sobre el “contexto 
problemático” y el “problema” evaluado en la investigación que presentamos a 
continuación.  
 
Planteamos el análisis de una realidad contemporánea, que repercute sobre manera en la 
gestión fiscal y, por ende, en la labor judicial pero que está supeditada a una línea de 
trabajo institucional del Congreso de la República -conforme a la legislación emitida en el 
ámbito penal y procesal penal durante la legislatura 2016-2018, donde se observa que no 
existe una norma específica que incida en el segmento del control penal-, pues, se 
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aprecia que no se ha tomado en cuenta el verdadero alcance del “proceso inmediato”, no 
resultando efectivo bajo una perspectiva de política criminal o solución legislativa aplicable 























































1.1 LA REFORMA NORMATIVA Y LA PROMULGACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO 
 
El área temática en la que ejecutaremos la presente investigación de tesis está delimitada 
metodológicamente como empírica, básica y cualitativa; a la misma vez está delimitada en 
la evaluación de las acciones de política criminal del Estado, expresadas a través de la 
promulgación de normas aplicables en el ámbito del derecho procesal penal, 
específicamente en el análisis de un instrumento de simplificación procesal que, de 
acuerdo a la política jurisdiccional, fue reformado para contribuir en la lucha contra la 
delincuencia a partir de las orientaciones fijadas por el Decreto Legislativo N° 1194: el 
proceso inmediato reformado. 
 
Por mandato imperativo de la ley, el proceso inmediato es un tipo de proceso calificado 
como “especial” que está previsto en el contexto de aplicación del Nuevo Código Procesal 
Penal -en adelante NCPP- y, por razones de política jurisdiccional1, su aplicación 
obligatoria entró en vigencia con la promulgación del Decreto Legislativo N° 1194. De este 
modo, el proceso inmediato reformado, como institución procesal,  es una herramienta, 
que le permite al fiscal, al evaluar la acción penal, dejar de considerar como discrecional 
una noticia criminal donde se determina flagrancia delictiva. 
 
La obligatoriedad del proceso inmediato en los contextos previstos por la normatividad en 
evaluación en la presente tesis, como factor determinado por el legislador, se ha 
fundamentado sobre la base de optimizar los mecanismos de control social, de modo 
eficiente y célere. 
 
Nótese que estos alcances se observan en la exposición de motivos del Decreto 
Legislativo N° 1194, donde es posible detallar los siguientes fundamentos del legislador: 
 
                                                             
1  Por Política Jurisdiccional se entiende la “Política de Estado”, que ejecuta el Gobierno Nacional 
en coordinación con el Congreso de la República, el Poder Judicial y el Ministerio Público, en 
función a lo contenido en los artículos 138º y siguientes  (Poder Judicial) y artículo 158° y 
siguientes (Ministerio Público) de la Constitución. 
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a) Ante un problema social con cifras que van incrementándose, como la inseguridad 
ciudadana en crecimiento, resultaba necesario reformar la legislación procesal 
penal. 
 
b) Se requería de una acción eficiente en el ámbito del control de la lucha contra la 
delincuencia y el crimen organizado, con particular  énfasis en el control de las 
acciones generadas y vinculadas al ámbito del sicariato, la extorsión, el tráfico 
ilícito de drogas e insumos químicos, la usurpación y tráfico de terrenos y la tala 
ilegal de madera. 
 
c) Se requería modificar el contexto normativo para atender el procesamiento de 
causas penales en supuestos de flagrancia delictiva. 
 
Sobre lo detallado, era posible advertir la orientación -a través de la obligatoriedad 
prevista en la reforma normativa procesal penal en evaluación- que planteaba el legislador 
al proceso inmediato reformado, para así convertirlo en una herramienta consolidada en el 
control de  la delincuencia que generaba inseguridad ciudadana, cuando en esencia dicho 
instituto es un instrumento de simplificación procesal. 
 
Una referencia que será punto esencial en nuestra investigación por cuanto se registran 
dos elementos de referencia significativa que han sido vinculados de modo incongruente 
por el legislador, sin tomar en cuenta la naturaleza jurídica de cada elemento en el ámbito 
procesal como en el ámbito sustantivo. 
 
Un error que consideramos significativo, respecto de los objetivos de eficiencia e 
inmediatez de la acción penal en el control social contra la inseguridad ciudadana, que 
parte esencialmente de la incomprensión del procedimiento ejecutado en el trámite de un 
proceso penal, es que el legislador no haya tomado en cuenta que las instituciones 
procesales y los procedimientos que se requieren para su ejecución en el proceso penal 
cumplen una función sobre la base de la necesidad social del país, en particular en el 
ámbito penal y por ello es que la importación de una figura procesal del derecho 
comparado no necesariamente generaba una solución en la realidad nacional.   
 
En ese sentido, la tendencia legislativa de adoptar una ley que había sido regulada en el 
derecho comparado requiere un contexto de sostenibilidad para que así pueda tener un 
impacto positivo y directo en el ámbito social en el cual se pretendía aplicar.2 Un contexto 
muy distinto, en muchos casos, con la aplicación del proceso inmediato reformado. 
                                                             
2  En la Exposición de Motivos del Decreto Legislativo N° 957 – Código Procesal Penal del 2004, se 
señala que “[d]esde un punto de vista del derecho comparado casi todos los países de nuestra 
región cuentan hace ya algunos años con códigos de proceso penal modernos; es el caso de 
Argentina, Paraguay, Chile, Bolivia, Venezuela, Colombia, Costa Rica, Honduras, El Salvador y 
Ecuador (…)”. Con relación a ello, los países señalados cuentan con procesos simplificados para 
delitos menores o con penas no excesivas, así como para supuestos de flagrancia delictiva; del 




Así, el legislador incurrió en un error material al adoptar, como propias, instituciones y 
normas legales originadas en otros países, como bien lo señalaba Luis Pásara, sobre el 
hecho de que existe “[u]na irresponsabilidad con la que se ha trasplantado a (…) países 
legislación de diversos orígenes, sin atender al crucial asunto de su aplicabilidad en las 
condiciones y circunstancias locales” (Pásara, 2015, p.64). 
 
Complementariamente, el profesor Mario Rodríguez, detallaba una crítica objetiva con 
relación a la política criminal desarrollada por el legislador peruano:  
 
a) Los Estados son autónomos al momento de organizar su ámbito judicial respecto 
de la atención de problemas criminológicos. 
 
b) La opción de un determinado tipo de política criminal, al ser autónomo requiere de 
una normatividad que la desarrolle. 
 
c) Las políticas criminales requieren de un sistema procesal aplicable en el ámbito 
judicial, conforme la normatividad escogida. 
 
d) El control social no sólo se basa en una estrategia de emisión de normas 
procesales penales, sino que también se basa en establecer reglas de control 
preventivo. 
 
e) En esa línea, la decisión del legislador pasa por una evaluación de naturaleza 
política, que finalmente se traduce en una normatividad aplicable al ámbito penal 
(Rodríguez, 2013, p.369). 
 
En otro sentido, dentro del contexto donde se desarrollaba el proceso inmediato, en la 
etapa preliminar a la promulgación del Decreto Legislativo N° 1194, publicado el 30 de 
agosto de 2015, se consideraba a dicho proceso especial como de escasa aplicación en 
comparación con diferentes mecanismos de simplificación procesal registrados en nuestra 
normatividad procesal penal, entre ellos el principio de oportunidad (i), los acuerdos 
reparatorios (ii), la terminación anticipada del proceso (iii) o la conclusión anticipada del 
juicio (iv) y ante el contexto de inseguridad ciudadana3 que vivía el país, el Estado tuvo 
interés de adoptar reformas legislativas sin proyectar un resultado. 
 
                                                                                                                                                                                         
Nicaragua, y así como puede advertirse similar tratamiento procesal en España, Francia, Alemania, 
Portugal y países del Common Law. [Cfr. Araya, 2016, p.99-103 / Neyra, 2017, p.12-18] 
3 Al respecto, detallamos los alcances descritos sobre seguridad ciudadana por el Tribunal 
Constitucional en los fundamentos de la Sentencia del Expediente N° 349-AA/TC-Cono Norte de 
Lima, caso María Elena Cotrina Aguilar. Es así que el TC, considera a la seguridad ciudadana 
como (i) un estado de protección que brinda el Estado y en cuya consolidación colabora la 
sociedad, a fin de que determinados derechos pertenecientes a los ciudadanos puedan ser 
preservados frente a situaciones de peligro o amenaza, o reparados en caso de vulneración o 
desconocimiento  y  lo define como ii)  un bien jurídico de relevancia antes que de un atributo o 
libertad a título subjetivo. 
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De este modo, se optó por recurrir a instrumentos procesales -con denominación 
efectista- sobrevalorando su ámbito de alcance y con ello, intentar frenar el incremento de 
delitos comunes y de otros de gravedad relativamente inferiores frente al contexto de una 
criminalidad en expansión, con características de peligrosidad social, así como optimizar 
el control de la delincuencia en beneficio de nuestra sociedad. La escasa planificación en 
la reforma legislativa no tomó en cuenta el hecho de que el proceso inmediato no era una 
herramienta eficaz para el ámbito sobre el cual se aplicaría.  
 
Sin embargo, y en forma contradictoria a una evaluación procesal o jurisdiccional, la 
implementación en el ámbito judicial del proceso inmediato reformado generó 
expectativas en la población nacional, principalmente porque se presumía que tendría 
efectos disuasivos y de acción inmediata del control social de aquella criminalidad 
que representaba un peligro para la sociedad nacional.  
 
Situación que respondía al análisis de la percepción social sobre la inseguridad ciudadana 
y las expectativas de la población acerca de las acciones inmediatas del Estado para 
contenerla, las cuales han sido posibles de conocer a través de los informes del INEI y del 
Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público4. De este modo, los elementos 
subjetivos que componen esta percepción social, pueden ser detallados en lo siguiente: 
 
a) La temporalidad en el juzgamiento a personas acusadas de haber cometido un 
delito podría reducirse para “atender” de modo mucho más eficiente y diligente la 
lucha contra la criminalidad.  
 
b) La economía en el empleo de recursos logísticos, humanos e institucionales en la 
lucha contra la delincuencia podría ser tomado como un elemento positivo, sin 
considerarse el contexto de flexibilización del propio procedimiento jurisdiccional a 
ser empleado. 
 
En forma complementaria, la ciudadanía no ha reflexionado sobre la flexibilización 
de los principios de naturaleza procesal y constitucional aplicables a favor de toda 
persona, considerada como acusada de haber cometido un ilícito.  
 
c) La lucha directa y objetiva contra la delincuencia, en particular aquella que abruma 
de manera extraordinaria a la población: la que atenta contra el patrimonio de las 
personas, principalmente con el empleo de una violencia desmedida.  
 
Un punto referencial, si se toma en cuenta el contexto de la delincuencia de mayor 
peligrosidad e impacto económico en contra del país, de la sociedad y del mismo 
                                                             
4  Al respecto puede consultarse sobre percepción ciudadana en lo realizado por el Observatorio de 
Criminalidad del Ministerio Público, en los informes “Mapas del Delito 2013 – 2017”, y “Criminalidad 
común, violencia e inseguridad 2013-2018”. En similar sentido, lo expuesto por el INEI sobre 




ciudadano, porque esta percepción no se ubica en el ámbito del análisis de delitos 
contra el Estado, en particular en casos de corrupción de funcionarios.  
 
De este modo, el legislador recogía la demanda ciudadana expuesta en la percepción 
social negativa sobre el control de la criminalidad en la sociedad, considerando estos 
elementos como mecanismos que “validaban” la reacción del legislador, sin tener en 
cuenta la fundamentación técnica de la misma. 
 
Por tal motivo, pese a la alta expectativa, la aplicación del proceso inmediato generó 
serios problemas de orden práctico para los operadores de derecho, ya que se recurría a 
la literalidad para su interpretación -criterio de interpretación exegético-; es decir, a partir 
del carácter obligatorio que se le instruyó con la modificación legislativa, se ocasionó que 
con ello se le conciba como un proceso de aplicación automática ante situaciones de 
flagrancia delictiva y ante la persecución de delitos taxativamente señalados en la norma 
procesal. 
 
En este contexto, surgieron cuestionamientos sobre la constitucionalidad de la reforma del 
proceso inmediato, generando que la doctrina procesal penal mantuviera la atención 
sobre su desenvolvimiento. Situación que alcanzó su punto más álgido y controversial 
cuando se tuvo una incorrecta aplicación del derecho penal y forzamiento de instituciones 
procesales en la incoación contra la ciudadana Silvana Buscaglia, por desobediencia y 
resistencia a la autoridad en un altercado que fue replicado en los medios televisivos y 
que evidenció la desproporcionalidad de la aplicación de la institución procesal que 
previamente había sido considerada un gran aporte normativo.5 
 
Sobre esta primera referencia, que alcanzó niveles de conocimiento público generalizado, 
se pudo observar que los propósitos que se perseguían con la aplicación del proceso 
inmediato reformado, de aplicación obligatoria para los operadores de justicia, no 
permitiría alcanzar los esperados objetivos del legislador. En forma complementaria, las 
respuestas que se generaban en el ámbito judicial sobre casos similares provocaban 
situaciones muy diferenciadas entre sí lo cual generó una condición negativa ante las 
                                                             
5 Acerca de la constitucionalización del  proceso penal, autores como Mario Rodríguez han incidido 
en señalar que el hecho que este reciba sus notas esenciales de la Constitución no es producto del 
azar o de la errática decisión del legislador sino porque el Estado reconoce en su Constitución la 
aceptación de un régimen republicano, democrático y de derecho [Cfr.  (Rodríguez, 2013, p.369), 
en ese mismo sentido Neyra Flores (Neyra, 2017, p.110)]. Ante la aplicación del proceso inmediato 
reformado como una regla general, Mercedes Herrera sostiene que estuvimos ante una aplicación 
inconstitucional e ilegítima, pues en los primeros meses de su vigencia se afectó de manera 
irrazonable el derecho de defensa del imputado, situación que se ha venido superando con una 
correcta aplicación por los operadores, a través de lo expuesto posteriormente por el Acuerdo 
Plenario N°2-2016, acerca del principio de proporcionalidad y el análisis concreto de la complejidad 
[Cfr. Herrera, 2017, pp.102-104]. Sobre el caso de Silvana Buscaglia, señalamos que es uno de los 
casos más emblemáticos de incorrecta aplicación del proceso inmediato reformado, incoación que 
distorsionó el contenido del proceso penal, ya que fue la primera ocasión en la que la comisión de 
un delito, en donde el bien jurídico protegido resultaba de mínima lesividad, ocasionó que la pena 




estadísticas de criminalidad que se registraban en los distintos distritos judiciales donde 
se aplicaba. 
 
Como consecuencia natural de esta situación se generó un Acuerdo Plenario N° 2-
2016/CIJ-116, sobre la base del contexto que requería de una urgente medida de 
redefinición de procedimientos que permitió la determinación de nuevos elementos para la 
aplicación y uso adecuado del proceso inmediato. De este modo, se procuró adaptar 
dicha institución procesal a los fines de la política criminal nacional, con el objeto de 
hacerla un eficiente mecanismo de simplificación procesal, sin afectación a principios de 
naturaleza procesal y constitucional como son el debido proceso, el derecho a una 
defensa eficiente y la tutela jurisdiccional. 
 
Una referencia sumamente importante en el presente estudio, por cuanto fueron los 
magistrados del Poder Judicial quienes optaron por “adaptar” la acción del legislador para 
así viabilizar el proceso inmediato, antes de que esta figura procesal se convierta en una 
herramienta de política criminal que condujera a excesos judiciales. 
 
 
1.2 LA IMPLEMENTACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO EN LA REGIÓN ANCASH 
 
Tomando en cuenta el contexto de la ejecución de una investigación de tesis, planteamos 
la delimitación de la región de Ancash como “ámbito geográfico”, como variable de 
análisis,  en el cual se delimita nuestra investigación por las siguientes razones: 
 
a) Constituye una región en la cual se ubican dos Distritos Fiscales -en el ámbito del 
Ministerio Público-, como también dos Cortes Superiores de Justicia -en el ámbito 
del Poder Judicial-, donde es posible ubicar elementos referenciales aplicativos 
para nuestra investigación.  
 
b) Constituye el área de trabajo en la que hemos desempeñado funciones fiscales, 
factor que permite detallar la justificación personal, profesional y académica del 
tesista en la ejecución de la presente tesis. 
 
c) Permite el análisis analítico y paralelo de dos realidades distintas desde una 
perspectiva cualitativa y cuantitativa en la ejecución de nuestra investigación. En 
este sentido, en la parte final de la investigación se presenta el análisis estadístico 
aplicable a nuestro estudio, el cual ratifica nuestra posición teórica sobre la 
institución en evaluación en la tesis. 
 
d) Permite el detalle de dos realidades que pueden aplicarse al contexto valorativo 
del “proceso inmediato” en el ámbito de una proximidad temporal muy cercana a la 




En este contexto, detallamos la importancia de la región Ancash en la presente tesis por 
cuanto permite detallar una condición básica para la ejecución de nuestra tesis, al ser: 
 
a) Una variable de estudio, identificando el “objeto de estudio” de la presente tesis.  
 
b) Permite identificar la “variable geográfica” en la cual se ejecuta la presente tesis. 
 
c) Permite detallar la importancia y referencialidad de la temporalidad de la presente 
Tesis, al identificar la “variable temporal” en la cual se analizan los datos 
devenidos del “objeto de estudio” y de la “variable geográfica”. 
 
De este modo, podemos detallar que en la región Ancash, la problemática de la aplicación 
del citado proceso especial no fue significativamente distinta a la que venía ocurriendo en 
otros distritos judiciales o fiscales del territorio nacional, a las que se sumaron otros 
factores que desarrollaremos en la investigación para así comprender la utilidad y 
consolidación del proceso inmediato en esta región. 
 
Acreditaremos en su oportunidad nuestra posición sobre la base del análisis de 
referencias estadísticas y estudio de la doctrina procesal penal que ha abordado el tema 
con miras a la fundamentación de una solución objetiva a la aplicabilidad del proceso 
inmediato.  
 
Para la evaluación de lo detallado, ejecutamos un estudio comparativo en el distrito fiscal 
de El Santa (i) y en el distrito fiscal de Ancash (ii), con el objeto de constatar los 
resultados y la eficiencia de dicha aplicación, de acuerdo a muestras estadísticas 
comprendidas entre los años 2016 y 2017, entre otras razones por formar ambos de la 
misma región a nivel político y administrativo, por tener características culturales y 
geográficas semejantes, y por haberse implementado el NCPP e introducido la aplicación 
del proceso de simplificación procesal en la misma fecha en ambos distritos fiscales (1 de 
junio de 2012). 
 
El objeto de nuestra investigación analizará el impacto de la aplicación normativa del 
proceso inmediato  en la región Ancash a partir de la vigencia del Decreto Legislativo 
1194, permitiendo exponer la construcción de nuestra hipótesis considerando los datos 
objetivos comparativos, provenientes de las Oficinas de Indicadores de Producción  Fiscal 
del Ministerio Público en los dos distritos fiscales que se establecen en dicha región, a fin 
de plantear reflexiones sobre la utilidad y la consolidación del citado instrumento de 
simplificación procesal en la lucha contra la delincuencia común. 
 
Por ello, resultará de utilidad tomar como unidades de muestra, el análisis de los 
expedientes con la acción fiscal que inicia el proceso inmediato reformado, en los 
intervalos de los años 2016 y 2017 para compararlas, pues la aplicación del proceso 
inmediato reformado resulta obligatoria hacia los dos últimos meses del año 2015, no 
siendo por ello este último año un intervalo apropiado para una medición. Dicha 
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comparación nos conducirá a observar que los resultados de cada muestra constituyan 
una evidente y notoria disparidad entre sí, así como nos permitirán demostrar que las 
tasas de criminalidad no habrían sido reducidas conforme al propósito de la reforma. 
 
El estudio cuantitativo detallado nos permitirá evaluar la política criminal del Estado, que 
se ha basado en el uso del adelantamiento punitivo como herramienta frente a la 
criminalidad y la inseguridad que se han registrado en nuestra sociedad, quedando 
aislada la acción del Estado en las etapas previas a la formación del “delito”. 
 
Sobre la base de una evaluación cuantitativa, podremos evaluar y determinar: 
 
a) La implementación del “proceso inmediato”, ¿resultaba eficaz en la lucha contra la 
criminalidad (de modo general)? 
 
b) La implementación del “proceso inmediato”, ¿resultaba eficaz en la lucha contra 
un tipo específico de criminalidad? 
 
c) El “proceso inmediato” ¿cumplía con los objetivos de una política criminal en forma 
diligente, eficiente y garantizando los principios procesales y constitucionales de 
una persona inmersa en este procedimiento? 
 
Como se podrá observar, se podían detallar en ese entonces, una serie de elementos 
negativos que permitían acreditar los efectos negativos del objeto de estudio de la 
presente tesis. 
 
En forma accesoria, en la evaluación de la política jurisdiccional -a nivel macro- resulta 
conveniente evaluar el contexto dogmático que originaba el estudio para la 
determinación y aplicabilidad de la “norma penal” en la sociedad, para ello, por lo general 
se consideran como propuestas de regulación normativa lo que señala (i) el Derecho 
Penal del Enemigo, principalmente para la evaluación de los contextos de aplicación y 
razonabilidad de la “pena” a ser impuesta en la configuración del tipo penal de un delito.  
 
Complementariamente el análisis del simbolismo punitivo (ii), en la cual se configura la 
“deslegitimación” del poder punitivo del Estado, principalmente en el ámbito de la inclusión 
de tipos penales que no resultan efectivos a las necesidades sociales en un contexto 
criminológico, era posible detallar que el proceso inmediato debía ser regulado de un 
modo diferente por parte del Estado.6 
                                                             
6 Bermúdez, M. (2007, p.36), señala con relación a la aplicación del  Derecho Penal del Enemigo 
en el ámbito de la criminalidad mediante ”[e]l entrecruzamiento de (…) tendencias político 
criminales en el Perú, [con este] han provocado la sobrecriminalización”, consecuentemente, se 
habría generado el debilitamiento del principio garantista del derecho penal y por ende la 
vulneración de los principios democráticos del Estado de Derecho. Sobre populismo punitivo puede 
verse lo expuesto por Alan, D. (2016). "Populismo punitivo y el derecho penal como instrumento de 
comunicación política”. Actualidad Penal (27), p.384, en donde se señala que “[l]a lucha contra el 




Finalmente, como también se detallaba en la teoría que explicaba la expansión del 
Derecho Penal (iii), cuando era utilizado como “producto de una especie de perversidad 
del aparato estatal” en la evaluación del “desarrollo” de la norma penal en un contexto 
criminológico que resulta ser inestable en el tiempo y que exige diferentes modos de 
intervención de parte del Estado, sea a nivel de prevención de delitos como también en el 
ámbito de la determinación de sanciones penales cuando estos casos se judicialicen 
(Silva-Sánchez, 2001, p.21). 
 
El estudio de estas tendencias teóricas en el ámbito procesal penal a nivel doctrinario y 
comparado nos permitió evaluar la reacción que planteaba el legislador frente a una 
realidad social y el detalle de cómo se ha sustentado cada teoría procesal penal nos 
permitirá detallar que, en el caso nacional, no se había registrado el estudio preliminar 
que viabilice el uso del proceso inmediato, al menos no existe referencia objetiva que 
detalle una proyección eficiente en su ámbito de aplicación. 
 
De este modo, podremos fundamentar un objetivo de nuestra investigación, por cuanto 
haremos el análisis de una herramienta de simplificación procesal reformada que activa 
una política criminal, sui generis y aislada del conjunto de normas sustantivas y 
procesales vinculadas al ámbito penal.  
 
En el ámbito del detalle temporal que se ejecuta en nuestra delimitación temática, 
detallamos que a partir del año 2004 existe una reforma procesal penal progresiva, acción 
que debe promoverse en un contexto de equilibrio de la legislación penal sustantiva y la 
legislación orgánica (San Martín, 2004, p. 61), no pudiendo exigirle otras funciones a la 
reforma que no le corresponden, más allá de las orientaciones político criminales que 
subyacen en ella.   
 
Una referencia muy importante con el alcance de la presente investigación nos permite 
resaltar el hecho que la función que cumple el proceso penal es únicamente la resolución 
de los conflictos ocasionados por la comisión del delito, enfatizándose con ello que, no le 
corresponde de modo directo resolver los problemas de naturaleza criminológica que se 
registran en nuestra sociedad. 
 
Nuestro método expositivo realiza una delimitación a nivel dogmático -de acuerdo a la 
doctrina, en contraposición a lo exegético- que resulta válida en el presente punto, por 
cuanto la investigación se focaliza en el estudio de la aplicación normativa en el ámbito 
judicial del proceso inmediato reformado en la región de Ancash, con una delimitación del 
área de trabajo temático, a partir de una complementación de las siguientes 
especialidades: 
 
                                                                                                                                                                                         
potencialidad del sistema punitivo”, pues deberá, por el contrario, proponerse acciones donde el 
derecho penal sea el  último instrumento a considerar. 
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a) Política criminal, principalmente porque es la línea central del análisis de la 
vigencia, efectividad, aplicabilidad y proyección del Decreto Legislativo Nº 1194. 
 
b) Criminología, para analizar los elementos que ha empleado el legislador para 
regular el Decreto Legislativo Nº 1194. 
 
c) Derecho Procesal Penal y Derecho Penal, por cuanto son especialidades que 
permiten analizar la incidencia y desarrollo del “proceso inmediato” en el ámbito 
jurisdiccional penal en el país. 
 
d) Políticas públicas en el ámbito judicial, principalmente para atender problemas 
estructurales y puntuales (complementariamente) en el ámbito jurisdiccional en la 
especialidad penal.  
 
Dichas áreas de trabajo nos permitirán ubicar los elementos metodológicos y el marco 
teórico idóneo para delimitar un análisis objetivo del “proceso inmediato”, respecto de su 
regulación en atención al incremento de la criminalidad y la necesidad urgente de atender 
“casos especiales” en un tiempo relativamente breve. 
 
 
1.3 EL PROCESO INMEDIATO EN EL ÁMBITO DE UNA POLÍTICA CRIMINAL 
 
Identificamos como el elemento central de estudio en la presente investigación al proceso 
inmediato reformado, el mismo que fue regulado por el Decreto Legislativo N° 1194 
(publicado el 30/08/2015 en el Diario Oficial El Peruano). 
 
De esta manera, el “proceso inmediato”, es calificado como un proceso especial, con 
determinadas condiciones y parámetros frente a otros “procesos judiciales en el ámbito 
penal”, todo ello desde la perspectiva del tratamiento criminológico y de política criminal 
en el ámbito de la “simplificación procesal”.  
 
Una referencia teórica, que es complementada por el Consejo Ejecutivo del Poder 
Judicial, a través de la Resolución Administrativa N° 170-2016-CE-PJ, (6 de julio de 
2016), donde se detallaba: 
 
a) La inmediatez es la característica principal del proceso inmediato. 
 
b) La celeridad incide en la evaluación económica aplicable al ámbito judicial y 
procesal. 
 
c) Un ahorro de recursos de tiempo y logísticos. 
 





De este modo, se puede identificar que el Estado ha generado determinadas condiciones 
para “desarrollar” un esquema de reducción del “tiempo en el cual se desarrolla un 
proceso judicial”, específicamente, implementando mecanismos en función a 
determinadas condiciones, que pueden ser detalladas en el siguiente cuadro: 
  
Cuadro A. Esquema de reducción de tiempo en el proceso penal 
Respecto del 
imputado 
Respecto de la 
actuación fiscal 




imposición de la 
pena 
Confesión sincera 









Colaboración eficaz Acuerdos 
Reparatorios 






Proceso Inmediato  
Fuente: Elaboración propia. 
 
Del cuadro A se puede detallar que el legislador ha empleado una serie de elementos 
jurisdiccionales (i), procesales (ii) y penales (iii) para poder atender el elevado incremento 
de la inseguridad ciudadana y de la criminalidad con actuación de ferocidad (marcas, 
pandillaje y delitos contra el patrimonio con arma de fuego, entre otros); por ello, el 
esquema de reducción del “tiempo en el cual se desarrolla un proceso judicial” aludido se 
vincula a la disminución de carga procesal como se podrá observar en capítulos 
posteriores. 
 
Considerando que el primer antecedente en el uso del reformado proceso inmediato, 
notorio y desproporcionadamente, fue respecto de los hechos generados por Silvana 
Buscaglia, por desobediencia y resistencia a la autoridad, los cuales tienen una naturaleza 
jurídica totalmente distinta a lo que se procuraba “combatir”, pues lo que se procuraba con 
el Decreto Legislativo N° 1149 era fortalecer la seguridad ciudadana -como acción 
integrada que desarrolla el Estado, con la colaboración de la ciudadanía- para lograr el 
aseguramiento la convivencia pacífica de la ciudadanía, la erradicación de la violencia, la 
utilización pacífica de las vías y espacios públicos, así como la prevención de la comisión 
de delitos y faltas. (Cfr. Artículo 2, Ley 27933 - Ley del sistema nacional de seguridad 
ciudadana) 
 
Nótese que la situación para el caso Buscaglia, de notoriedad y difusión generalizada, no 
estuvo prevista -más allá de la invisibilidad de un juez de garantías en dicho proceso- y 
resultó contradictoria a los objetivos que procuraban atender una criminalidad, específica 
y violenta, que propugnaba el Decreto Legislativo N° 1149 pero que en esencia 






b) Actuación inmediata de la fuerza pública  
 
c) Condición punitiva establecida de modo predeterminado 
 
Elementos que, en forma conjunta, no siempre se pueden registrar cuando se observan 
casos de criminalidad, específicamente de la que se procuraba atender de modo 
inmediato con el Decreto Legislativo Nº 1194: marcaje, pandillaje, delitos contra el 
patrimonio con uso de arma de fuego, entre los principales. 
 
Los delitos aludidos en el orden estructural tenían una identificación especial por parte del 
legislador y se registraba una exigibilidad social (presión social) para atender estos casos, 
sumado a que, en el ámbito jurisdiccional, se registraba una sobrecarga procesal 
vinculada a la atención de estos casos. 
 
Consecuentemente, las premisas expuestas por el Decreto Legislativo Nº 1194 no 
alcanzan -como se verá más adelante- para disminuir la inseguridad ciudadana y para 
obtener una acción eficiente en el ámbito del control de la lucha contra la delincuencia y el 
crimen organizado. Sobre este punto el profesor Falla detalla: 
 
a) La inseguridad en el país es evaluada objetivamente.  
 
b) También hay una inseguridad subjetiva, por cuanto la población tiene una 
sensación de que será víctima de algún delito. 
 
c) Es posible evaluar el incremento de la delincuencia en el ámbito de las 
estadísticas oficiales. 
 
d) Los medios de prensa difunden, de modo masivo, cada hecho de incidencia 
criminológica, ampliando el margen negativo del contexto de inseguridad en el 
país. 
 
e) El Estado y la población han asumido como un recurso eficaz la ampliación del 




1.4 LAS FALENCIAS DEL PROCESO INMEDIATO EN EL ÁMBITO DE LA 
EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA CRIMINAL 
 
Conforme a la promulgación del Decreto Legislativo Nº 1194, se han registrado  
resultados, a través de las estadísticas en los mapas del delito y acerca de criminalidad 
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común -violencia e inseguridad ciudadana-, expuestas por el Observatorio de Criminalidad 
del Ministerio Público, así como por informes y muestras sobre seguridad ciudadana 
realizadas por el INEI que merecen ser evaluados, al menos en forma preliminar, pues a 
nivel jurisdiccional, la Corte Suprema de la República, recondujo -ante los resultados 
equívocos- a través del Acuerdo Plenario N° 02-2016/CIJ-116, la aplicación del proceso 
inmediato.   
 
Una evaluación que parte de varios elementos de análisis, principalmente porque se 
pueden complementar: 
 
a) Una evaluación teórica sobre la figura procesal del “proceso inmediato”. 
 
b) Una evaluación del proceso inmediato, sobre el nivel de atención, tratamiento y 
aplicabilidad en el ámbito jurisdiccional. 
 
c) Un nivel de satisfacción a la población con respecto de la atención de un 
problema social criminológico. 
 
d) Un nivel de evaluación y retroalimentación de la política criminal nacional, en 
particular respecto de su contenido programático y orgánico (i) y con respecto de 
la propia evaluación directa del proceso inmediato, como elemento autónomo (ii). 
 
Sobre estos puntos, la existencia de resultados previsibles desde una observación 
multisectorial, nos permiten exponer en los siguientes capítulos que el proceso inmediato 
reformado ha generado expectativas en la población, principalmente en materia de 
seguridad ciudadana, las cuales urgen conocer y ser analizados para decidir la 
sostenibilidad de una política jurisdiccional, tal como se expuso en el Decreto Legislativo 
Nº 1194. 
 
Podemos identificar, entonces, los siguientes elementos, detallados desde una relación 
“ciudadanía-legislador-política criminal”: 
 
a) La población mantiene una percepción o “sensación” de peligro ante el 
incremento de la delincuencia.  
 
Esta referencia proviene de todas las estadísticas registradas por el Instituto 
Nacional de Estadísticas e Informática (INEI), como también es avalada por toda 
encuesta sobre puntos referenciales que se ha registrado desde la promulgación 
de la nueva ley procesal penal, y que permite detallar la disfuncionalidad de la 
norma penal en el ámbito procesal como elemento general (Cfr. Nota de 
referencia N° 4). 
 
b) El nivel de peligrosidad en la comisión de delitos especiales (marcas, pandillaje y 
delitos contra el patrimonio) se han incrementado en forma considerable, 
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específicamente en algunas regiones del país, en donde el crecimiento 
económico ha sido el factor vinculado a esta situación.  
 
c) La población ha optado por ejecutar una serie de acciones de auto tutela frente a 
la inercia en la acción del Estado frente a la criminalidad detallada que ha 
provocado la aprobación del proceso inmediato, como la contratación de 
seguridad privada y la ejecución de acciones financieras o bancarias vía 
electrónica o que no involucre la presencia efectiva en una entidad financiera o 
bancaria.  
 
d) Tanto la Policía Nacional del Perú como el Ministerio Público, a nivel institucional, 
no pueden participar de modo activo y eficiente ante situaciones tipificadas para 
que se desarrolle un proceso inmediato porque no cuentan ni con la logística ni 
con los recursos humanos suficientes para poder desarrollarlo.  
 
e) Los órganos jurisdiccionales, el Ministerio Público y el Poder Judicial, no cuentan 
con el apoyo logístico, presupuestario y humano para afrontar la lucha contra la 
criminalidad en forma orgánica y eficiente. 
 
Este punto resulta diferente del punto previamente analizado; por ello, es 
necesario detallar la referencia de la “flagrancia” como elemento diferenciador de 
ambos puntos. 
 
f) El Congreso de la República, al ser el ente que promulga las normas penales 
aplicables al “proceso judicial en la especialidad penal”, no está ejecutando una 
función normativa con efectos sociales eficientes. 
 
En este punto, se pueden detallar algunos elementos referenciales: 
 
i. Los Dictámenes que emiten las Comisiones de Justicia o de Constitución 
no han tomado en cuenta el contexto de aplicabilidad del proceso 
inmediato, como parte de la política criminal del país.  
 
Este es un punto esencial en nuestra investigación, por cuanto el Decreto 
Legislativo Nº 1194 proviene de una facultad legislativa autorizada por el 
Congreso de la República a favor del Gobierno Nacional, pero que debe 
ser evaluada para analizar su constitucionalidad.  
 
A la fecha, no se ha emitido ninguna consecuencia negativa sobre la 
facultad aprobada a favor del Gobierno Nacional, fundamento que permite 
validar la constitucionalidad del Decreto Legislativo Nº 1194. 
 
De este modo, la actuación de control normativo del Congreso de la 
República incide en nuestra apreciación de que la función parlamentaria 
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no tiene una referencia de cómo se desarrolla y aplica una política criminal 
en el país.  
 
ii. Los legisladores no cuentan con una asesoría técnica y especializada en 
el ámbito penal y procesal penal y, por ello, las normas se ajustan más a 
una política de “expansión del derecho penal” que a una acción formal, 
objetiva y eficaz de control social. 
 
iii. El Ministerio Público y el Poder Judicial no han participado en las sesiones 
de debate en los dictámenes preliminares a la aprobación de la ley, en el 
caso particular del proceso inmediato. 
 
iv. El Ministerio de Justicia, como representante del Gobierno Nacional 
tampoco ha participado de las acciones del Congreso de la República, 
principalmente en el ámbito de la defensa del proceso inmediato ante las 
situaciones de crítica que se han registrado. 
 
g) El Poder Ejecutivo, a pesar de contar con la facultad legislativa delegada por 
parte del Congreso de la República, tampoco ha proporcionado normas penales 
eficientes, en este caso: 
 
i. En el ámbito complementario normativo.  
 
No se han detallado normas procedimentales y procesales que puedan 
dotar de una mayor eficiencia a la labor fiscal y judicial. 
 
ii. En el ámbito complementario financiero. 
 
No se detalla ninguna acción del Gobierno Nacional que permita proyectar 
un mayor presupuesto para el Poder Judicial o Ministerio Público, en el 
caso específico del proceso inmediato. 
 
iii. En el ámbito institucional jurisdiccional.  
 
No se ha observado ninguna acción de trabajo conjunto entre el Poder 
Judicial, Ministerio Público y Ministerio del Interior para coordinar acciones 
en casos que puedan desarrollar situaciones criminológicas de flagrancia 
que permitan aplicar el proceso inmediato. 
 
iv. En el ámbito complementario de políticas públicas de control social. 
 
No se ha observado en ninguna acción formal y oficial una línea de acción 
que detalle el control social preventivo o disuasivo desde otros ámbitos 




Una realidad que nos permite detallar una serie de situaciones que en forma conjunta 
genera un severo inconveniente, tanto en la evaluación de la política pública aplicable al 
control del crimen en el país como del propio contexto evaluativo del proceso inmediato. 
 
Como resultado de esta situación, surge una múltiple evaluación: 
 








Respecto de la 
política criminal 




desarrollan los “fines 
preventivos y 
represivos” sobre 
los cuales se 
configura el ius  
imperium punitivo 
del Estado. 
El “origen” y 
tratamiento del 
delito, no ha sido 
atendido por el 
Poder Judicial y el 




contra las dos 
instituciones 
jurisdiccionales. 
Se observa una 
incongruencia entre 
las “leyes”, la 
“práctica judicial” y 
los objetivos del 
Estado en tutelar los 
bienes e intereses 
de la sociedad. 
Fuente: Elaboración propia. 
 
1.5 LA CRISIS DEL CONTROL SOCIAL DESDE EL ÁMBITO JURISDICCIONAL 
 
Conforme lo detallado preliminarmente, el Estado ha tenido el interés de adoptar medidas 
políticas, jurisdiccionales y procesales bajo una línea de acción que procuraba alcanzar 
resultados positivos en un plazo corto o sostenible en el tiempo, sin tomar en cuenta que, 
al recurrir al empleo de instrumentos procesales para frenar el incremento de delitos 
comunes y de otros de gravedad -con el objeto de optimizar el control punitivo de la 
delincuencia en beneficio de la paz social en nuestra sociedad-, no estaba implementando 
una herramienta eficaz para dicho propósito.  
 
En este sentido, el segundo objetivo específico detallado en la presente investigación es 
acreditar esta situación, por cuanto las “políticas criminales garantistas” deben tener un 
sentido de eficacia y eficiencia, dada su incidencia con las otras áreas temáticas en 
evaluación.  
 
Dicha eficacia, como bien se expone a continuación, aparece en el sistema penal cuando 





a) La eficiencia y eficacia de un sistema judicial en el ámbito judicial penal está 
condicionado por la sinergia entre la política criminal garantista y la resolución de 
los conflictos sociales de incidencia penal. 
 
b) El modelo garantista asume la tutela de derechos de los investigados, imputados,  
procesados y condenados, en mérito a lo dispuesto por el artículo 1º de la 
Constitución de 1993. 
 
c) Si las reformas procesales de incidencia judicial penal no solucionan el conflicto 
social previo, se debe a la evaluación de una política criminal equivocada. 
 
d) Una política criminológica eficiente no se mide en el número de condenas o de 
sujetos privados de su libertad. 
 
e) La política criminal representa a un Estado en un contexto democrático  (Bayona, 
Gómez, Mejía y Ospina, 2017, p.88). 
 
Un Estado de Derecho Democrático, como el nuestro, debe mantener una política criminal 
eficiente y de un alcance democrático, como patrón institucional general y, en caso esta 
solución no logre tener un efecto positivo, en forma excepcional, puede modificar su 
legislación al existir causas justificantes para adoptar nuevos lineamientos. 
 
Conclusivamente, las políticas criminales permiten sistematizar a todas las especialidades 
jurídicas aplicables en el ámbito de lo penal, penitenciario, policial, al aparato 
jurisdiccional punitivo del Estado, así como a todas las políticas de intervención social de 
control (Bermúdez, 2007, p.31-32). El éxito de la misma se sustentará en la ejecución 
previa de estudios de impacto, en la capacitación previa y progresiva de los operadores 
jurídicos; asimismo, su inserción deberá guardar coherencia con la sistematicidad de un 
procesal adversarial y de corte garantista, así como deberá proporcionar una autonomía 
funcional a los fiscales, como titulares legitimados de la acción penal.  
 
Por lo indicado, debemos señalar que los problemas de seguridad ciudadana que se 
presentan en nuestro país, no ocurren por una falta de política criminal sino por la 
generación de una política criminal populista7, sin una presencia multidisciplinaria para 
formar una política criminal equilibrada, es decir un híbrido entre política criminal 
moderna, que procura ser un derecho penal de primera ratio ante la sociedad de riesgos y 
una política criminal idealista, donde prevalece el derecho penal de última ratio que 
procura el equilibrio entre las garantías y las necesidades preventivas, como bien se 
expresa en los siguientes alcances: 
 
a) La política criminal y sistema judicial no siempre resultan complementarios, pero 
resultan interdependientes entre sí. 
                                                             
7  En otro sentido, contrario a una política criminal adecuada con relieve garantista, existe la política 




b) Las políticas criminales se validan en el ámbito judicial, como también es posible 
detallar su alcance ineficaz. 
 
c) La realidad social puede representar un factor de evaluación y legitimidad de la 
política criminal, pero se debe tener presente que la “ley” es un producto social 
vinculado al contexto político y económico del contexto. 
 
d) La legitimidad de la normatividad penal y de la política criminal está vinculada al 
contexto democrático de una sociedad, porque se permite tutelar derechos e 
intereses de modo mucho más idóneo y eficientemente (Araya, 2017, p.70). 
 
En nuestro país, el proceso inmediato reformado fue dado para dar una respuesta a la 
necesidad social, al incremento de la inseguridad ciudadana y, en esencia, se convirtió en 
el registro de una política criminal garantista que validaba el principio de separación de 
poderes entre las instituciones nacionales.  
 
Ello nos permite detallar la incongruencia de la política criminal nacional, que no tiene una 
posición orgánica, planificada o sustentada por parte del Estado, tanto a nivel del 
fortalecimiento de la seguridad ciudadana como de coordinaciones entre las fuerzas 
coercitivas estatales, donde se produce un endurecimiento normativo penal que se 
traduce en aumento de penas, en la reducción de los derechos fundamentales de una 
persona y en la ineficacia de las garantías procesales en pos de la creación de un Estado 
represor. 
 
Rafael Vega detalla en forma directa esta situación: “no se combate con normas, sino con 
políticas de estado (…) [entre ellas] educación, mejoras en la organización policial, apoyo 
en la reforma procesal, mayor presupuesto a los órganos jurisdiccionales, capacitación a 
policías, fiscales, jueces (…)”, por tanto, consideramos que estas acciones del Gobierno 
Nacional no tienen por objetivo lograr una concientización a través de principios y valores 
rectores sin precipitarnos en el populismo de reformas a las normas penales y procesales 



















EL PROCESO INMEDIATO COMO PROCESO ESPECIAL 
 
2.1. ELEMENTOS REFERENCIALES DEL PROCESO INMEDIATO 
 
En la legislación procesal penal nacional, el proceso inmediato se configura como un 
mecanismo procesal y judicial que plantea desarrollar una justicia de calidad, es decir, 
una justicia efectiva, eficiente y oportuna, que se recubre de una validación procesal y 
judicial en la medida que se busca desarrollar un caso donde la discusión sobre la 
comisión o no de los hechos resulta un elemento secundario (Falla, 2017, s/p). 
 
Nótense los elementos descritos por el profesor Falla, respecto del proceso inmediato: 
 
a) Es un mecanismo que procura alcanzar un nivel de calidad en el ámbito judicial y 
procesal penal.  
 
b) Es un mecanismo que procura alcanzar una justicia oportuna, respecto de su 
aplicabilidad temporal. 
 
c) Es un mecanismo que evalúa el contexto económico del propio procedimiento 
evaluativo en el ámbito jurisdiccional.  
 
Por tanto, surgen tres elementos complementarios en su evaluación: un factor económico, 
un factor temporal y un factor vinculado al ámbito de la eficiencia del procedimiento. Tres 
elementos que, lamentablemente, estaban configurados por el legislador, pero que no 
tienen un sustento material y los resultados estadísticos pueden validar nuestra inicial 
observación. 
 
A través de la actividad persecutoria del Ministerio Público y la complementariedad de 
elementos probatorios idóneos, es suficiente registrar una situación donde el juez genera 
una evaluación sobre los hechos detallados y por tanto se promueve la incoación del 
proceso inmediato para condenar al imputado, apreciándose que presenta características 
que lo diferencian notoriamente del proceso penal común, pues, de un modo inmediato a 
la fase de diligencias preliminares se alcanza la fase del juicio inmediato y, con ello, se 
hace innecesario ejecutar las etapas de la investigación preparatoria y la intermedia.  
 
En este ámbito, están vinculados los tres elementos referenciales detallados 
preliminarmente. La observación que contradice este punto de vista se pudo apreciar con 
el primer caso que analizó el proceso inmediato: el caso de Silvana Buscaglia, por 




El proceso inmediato enfatiza la pertinencia por contar con los elementos que resulten 
suficientes para generar una convicción en la etapa de diligencias preliminares que 
permita: 
 
a) Evaluar los hechos y generar una acreditación de los mismos con solvencia para 
determinar la existencia de un hecho criminal y 
 
b) Posibilitar la respectiva imputación al agente, soslayando con ello la fase de la 
investigación.  
 
En esa línea, la Corte Suprema de Justicia de la República, mediante el Acuerdo Plenario 
N° 06-2010/CJ-116, especificó en su fundamento séptimo que: 
 
a) El Estado está autorizado y legitimado para organizar su sistema de represión 
penal ante hechos de naturaleza criminológica. 
 
b) Los procesos judiciales en el ámbito penal dependen de una organización y 
sistematización que son diseñados por el Estado a través de políticas públicas.  
 
c) Los procesos pueden tener procedimientos específicos que permitan la ejecución 
de objetivos específicos. 
 
El proceso inmediato, de este modo, se encuentra regulado normativamente en el artículo 
446 del Libro Quinto del NCPP, en el grupo de los denominados procesos especiales, 
entendiéndose a su vez como parte de los procesos de simplificación procesal.  
 
Dicho proceso en esencia se fundamenta en la inmediatez de la decisión judicial, 
expuesta en la resolución de los casos en materia penal, por razones de política criminal, 
en: 
 
a) La simplificación de la respuesta estatal. 
 
Véase que la primigenia acción del Estado fue la de atender problemas de 
naturaleza criminológica que afectaban a la población de manera constante. 
 
b) La abreviación de los plazos procesal. 
 
El contenido inmediato tanto a nivel temporal como económico constituye una 
referencia sumamente directa en la validación del proceso inmediato. 
 
c) La racionalidad del propio proceso.  
 
Originalmente planteado a partir de lo dispuesto por el artículo 446, donde se 




La referida norma procesal fue introducida por el Decreto Legislativo N° 957, que puso en 
vigencia el NCPP, como primera experiencia piloto en el Distrito Judicial de Huaura a 
partir del primero de julio del 2006 y se mantuvo intacta hasta la reforma normativa 
realizada por el Decreto Legislativo N° 1194.  
 
Uno de sus principales impulsores fue el magistrado costarricense Alfredo Araya, quien 
advierte y describe a la figura procesal bajo los siguientes alcances: 
 
a) El proceso inmediato es un procedimiento que permite la simplificación del 
proceso en forma general. 
 
b) Es posible ejecutar un procedimiento de modo célere y eficiente a través de una 
decisión judicial. 
 
c) El diligenciamiento no limita la naturaleza del proceso y optimiza los elementos 
económicos aplicables a favor del procesado. 
 
d) La búsqueda de una eficacia del proceso permite desarrollar un modelo judicial 
eficiente (Araya, 2016, p.212). 
 
Complementariamente a esta inicial posición teórica, la doctrina adoptó la referencialidad 
del proceso inmediato para poder validar la acción del legislador al configurar procesos 
especiales, tomando en cuenta su proyección en el control social punitivo. 
 
En este sentido, es posible detallar el desarrollo teórico, complementario a la doctrina 
inicial, que Arsenio Oré expone bajo los siguientes puntos: 
 
a) La fase de la investigación preparatoria y la fase intermedia pueden ser 
inutilizadas si las diligencias preliminares resultan suficientes.  
 
b) La garantía del proceso en la etapa de la ejecución de las diligencias preliminares, 
en función a los hechos evaluados, no requieren generar condiciones negativas en 
los procesados permitiendo el desarrollo de un proceso célere (Oré, 2016, p.6). 
 
Asimismo, concebido el proceso inmediato como un proceso de naturaleza especial, que 
bajo la preexistencia de presupuestos detallados en la norma procesal, generan la 
abreviación del proceso penal, se tiene la definición del profesor Gálvez Villegas, quien 
presenta al proceso inmediato como: 
 
a) Una alternativa que facilita la celeridad procesal.  
 




c) Un proceso que permite un margen de acción al fiscal en la evaluación de los 
hechos, donde genera los elementos de convicción que son suficientes (Gálvez, 
2010, p.829). 
 
Como se desprende de lo anterior, no existe una definición propuesta del proceso 
inmediato en el NCPP; por tanto, existen definiciones diversas que, sin embargo, 
coinciden en la condición de proceso especial del mismo.  
 
Ante lo expuesto, consideramos que una definición más adecuada es la que proponen 
Cecilia Hurtado y Luis Reyna Alfaro: 
 
a) El proceso inmediato es un tipo de proceso calificado de modo “especial”. 
 
b) Tiene por objetivo simplificar y generar un tratamiento célere que identifica al 
proceso frente al ámbito ordinario. 
 
c) Está previsto para casos que no requieren de una mayor acción en la investigación 
de los hechos (Hurtado y Reyna, 2015, p.12). 
 
Consideramos que, actualmente, ante el alarmante incremento de las estadísticas en el 
ámbito de la violencia social y la inseguridad ciudadana, el proceso inmediato ha 
resultado ser un mecanismo de respuesta a la limitación del sistema de justicia penal, con 
una solución adecuada y oportuna a las expectativas de la sociedad en materia de justicia 
(Araya, 2016, p.197). Si bien por las características que se le ha impuesto desde su 
introducción en el ordenamiento procesal penal  se ha concebido al proceso inmediato 
como una propuesta válida y eficiente para obtener una sentencia rápida -no 
necesariamente proporcional-, resulta no menos cierto que su uso en un sistema procesal 
donde las defensas técnicas no gozan de un tiempo razonable de estudio de la carpeta 
fiscal, su uso termina por ocasionar que no se ofrezcan las garantías mínimas para una 




2.2. LAS REFERENCIAS DEL ORIGEN DE LA INSTITUCIÓN PROCESAL 
 
Un detalle importante que recoge la doctrina sobre el instituto procesal estudiado es que 
encuentra el origen del proceso inmediato en la fuente italiana, teniendo específicamente 
sus orígenes en dos instituciones, el giudizio direttissimo (i) y el giudizio immediato (ii), 
que tienen como característica peculiar el no emplear la etapa de la investigación 
preparatoria.  
 
El reconocimiento expreso del origen italiano, se destaca en el fundamento séptimo del 




a) La referencia comparada 
 
b) La aplicabilidad de una institución procesal en un sistema jurídico equivalente al 
ámbito nacional 
 
c) Una institución de carácter procesal vinculado a la gestión de una política criminal 
 
En esa línea, se encuentran Rosas Yataco y Oré Guardia. Este último autor afirma que de 
la interpretación del artículo 449 del Codice di Procedura Penale italiano de 1988,  el 
giudizio direttissimo -juicio directísimo-, se describe como: 
 
a) Una facultad del Ministerio Público, donde el fiscal puede ejecutar un proceso ante 
el Poder Judicial donde se imputa a un sujeto la comisión de un hecho delictivo en 
situación de flagrancia. 
 
b) El juez en caso de no autorizar el proceso inmediato, dispone la continuidad de un 
proceso común. 
 
c) Procede cuando hay una “confesión”, el cual permite identificar de modo mucho 
más directo la responsabilidad sobre los hechos materia de investigación (Oré, 
2016, p. 6-7). 
 
Por añadidura, en el giudizio immediato -juicio inmediato-, el referido autor señala que se 
prescinde de la evaluación (vista) preliminar y se acude directamente al proceso judicial. 
El Fiscal, entonces, solicitará su aplicación cuando considere que existe una acumulación 
de pruebas suficientes, salvo en aquellas situaciones donde se pueda perjudicar 
gravemente a la investigación (Oré, 2016, p-6-7). 
 
El profesor Rosas Yataco, comparte lo propuesto por Oré Guardia acerca de la fuente 
italiana del proceso inmediato. Asimismo, también se puede apreciar en esa misma línea 
a James Reátegui, quien afirma que para la existencia del proceso inmediato: 
 
a) Resulta necesario acreditar elementos probatorios suficientes, que prueben un 
hecho de naturaleza criminal. 
 
b) Se aceptan solo casos en donde exista flagrancia o elementos probatorios 
suficientes o la confesión del imputado y esto incide en su eficacia temporal 
(Reátegui, 2016, p.55). 
 
Las instituciones antes mencionadas están reguladas por el Código de Procedimiento 
Penal italiano vigente desde el año 1989, que para el caso del juicio directo (giudizio 
direttissimo) se comprende como aquel proceso que consiste en la directa presencia del 
imputado de un hecho criminológico ante el juez enjuiciador sin que sea necesario acudir 
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a la audiencia preliminar. Galileo Mendoza desarrolla la idea que el juicio directo italiano 
procede ante dos supuestos:  
 
a) Cuando los hechos materia de evaluación judicial penal resultan acreditados: sea 
en flagrancia. 
 
b) Cuando el imputado de un delito registra una confesión y detalla los hechos 
ejecutados (Mendoza, 2015, p.73). 
 
Mientras que, en la situación del juicio inmediato (giudizio immediato), Mendoza señala 
que en el ámbito procedimental:  
 
a) Es posible eliminar la vista preliminar para anticipar la ejecución del juicio. 
 
b) Se registra prueba suficiente en la investigación preliminar.  
 
c) A petición del imputado, por confesión, donde se renuncia a la vista preliminar y se 
solicita el juicio inmediato  (Mendoza, 2015, p.74). 
 
En el ámbito evaluativo, si en los antecedentes del proceso inmediato de fuente italiana se 
infiere que solo eliminan la vista preliminar, en el ordenamiento procesal penal peruano, el 
proceso inmediato que regula el NCPP elimina también la fase de la investigación 
preparatoria y la fase intermedia; por tanto, se puede afirmar que existe una inspiración en 
el giudizio direttissimo y el giudizio immediato para la construcción del proceso inmediato 
en nuestra legislación, naturalmente con sus diferencias que se han acentuado aún más 
con las modificaciones realizadas por el Decreto Legislativo N° 1194.  
 
Sin duda, el resultado del proceso inmediato que conocemos actualmente y que se aplica 
en nuestro ordenamiento ha recibido influencias, como bien señala Araya, teniendo una 
coherencia y actualización normativa en el ámbito latinoamericano frente a problemas 
similares en la realidad social: 
 
En la tradición europeo-continental, se ha optado por crear un proceso especial, 
diferente al ordinario, por lo cual el Ministerio Público puede escoger y atender de 
manera diferenciada y expedita los asuntos. En algunos sobresale la existencia del 
saltum procesal, por lo que se suprime la etapa intermedia y se realiza el juicio 
luego de superada la etapa mínima de investigación.(Araya, 2016, p.212) 
 
Acerca de dichas influencias, Araya sostiene que países como Argentina, Chile, Ecuador, 
Costa Rica, El Salvador, Honduras, -considerando su tradicional influencia romano-
germánica y que contaban con la presencia de procesos especiales en su ordenamiento 
normativo- han introducido un nuevo procedimiento especial, que habría modificado el 
proceso originario y se habría coadyuvado para ofrecer un proceso sistemático de 
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conexión de instituciones, lo cual, en nuestra opinión, no habría ocurrido en el contexto 
nacional (Araya, 2016, p.212). 
 
En nuestro país, la aplicación del proceso inmediato, desde la etapa de su regulación 
normativa, significó que se conciba como un mecanismo de evaluación temporal reducida 
del proceso penal y como una política pública de carácter procesal y judicial en el ámbito 
penal. De este modo, el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo diseñaron, ejecutaron y 
normativizaron dicho mecanismo para que todo el sistema procesal penal cumpla con los 
dos objetivos que se planteaba con la puesta en vigencia del Código Procesal Penal de 
2004: (i) la eficiencia en la gestión y administración de procesos y (ii) la maximización del 
respeto a las garantías procesales de los ciudadanos.  
 
Consecuentemente, con la intención de consolidar un proceso eficiente (en el tiempo y en 
cuanto a las garantías a favor de los imputados) para la atención de casos delitos en 
flagrancia, tomando como referencia la experiencia argentina, ecuatoriana y 
costarricense, se fue proyectando un plan piloto. De este modo, el Equipo Técnico de 
Implementación del Código Procesal Penal del Poder Judicial asumió una hipótesis que, 
en la medida que iba estableciendo una justicia eficiente, iba a actuar como una acción 
preventiva a la imposición de una pena en caso se acredite un hecho ilícito, en forma de 
prevención general de la pena. 
 
Dicha hipótesis proyectada, en consideración de Miguel Falla, ocasiona que, en los 
miembros de una comunidad que observen que, al ser rápidamente sancionados los 
delincuentes, los demás no cometerían acciones que eventualmente lesionen bienes 
jurídicos tutelados por la ley penal (Falla, 2017, s/n). Efectivamente, lo cual ha sido 
demostrado que opera básicamente en las personas que nunca han cometido delitos, 
más por el contrario, de acuerdo, al diseño este proceso, los que llegan a purgar prisión 
son generalmente personas con un nivel económico limitado, como son los procesados 
por la comisión de delitos que podrían evitarse por la misma política criminal, en función a 
las características de los hechos, como sucede en la evaluación de los delitos de omisión 
a la asistencia familiar. 
 
 
2.3. DESARROLLO EN EL ORDENAMIENTO PROCESAL PENAL  PERUANO 
 
El proceso inmediato como institución de simplificación judicial de un proceso de 
naturaleza penal, en estricto sentido, se aplica en el Perú, a partir del 1 de julio de 2006.  
 
En una evaluación temporal, desde que se pusiera vigente el NCPP, transcurrieron más 
de nueve años para que se produjera una modificatoria sustancial en el proceso 
inmediato. Durante ese período el nuevo modelo procesal penal se afirmó en la aplicación 
de alternativas eficientes y en mecanismos judiciales de simplificación en el trámite de un 
expediente judicial, dejando atrás la vieja costumbre de la comunidad jurídica nacional de 
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transitar por todas las etapas procesales para llegar al juicio oral y así alcanzar la 
culminación del proceso penal.  
 
Asimismo, el uso de las instituciones de simplificación procesal ocasionaron que la 
jurisprudencia nacional evolucionara a fin de dar una mejor comprensión a dichas 
instituciones; por ello, se realizaron -hacia el año 2008 en el Distrito Judicial de La 
Libertad- debates para dilucidar diferencias entre el proceso inmediato y la acusación 
directa, que, posteriormente dieron lugar a la unificación de criterios jurisprudenciales por 
la Corte Suprema de Justicia de la República, expuestos en el Acuerdo Plenario N° 6-
2010-CJ-116, como detalla Carlos Vásquez Ganoza sobre del estado del proceso 
inmediato durante los primeros nueve años (Vásquez, 2015, p.29). 
 
Durante los nueve años antes referidos, la estadística que arrojó el Sistema de Gestión 
Fiscal nacional señalaba que en el período 2006-2014 ingresaron al sistema procesal 
penal 1´367, 347 denuncias en los primeros veintitrés distritos judiciales del Poder Judicial 
donde progresivamente se fue aplicando el NCPP.8  
 
La referencia de la información estadística toma en cuenta lo indicado por la exposición 
de motivos, que está detallado en el Decreto Legislativo N° 1194, para inferir que de aquel 
universo el 10% de los expedientes en trámite, culminó bajo la aplicación de salidas 
alternativas, como bien lo señala Carlos Vásquez Ganoza, que advierte que: 
 
a) La lista de salidas alternativas es liderada por la aplicación del “principio de 
oportunidad”, con un 72.5%. 
 
b) La terminación anticipada es la segunda alternativa más empleada, con un 14.4%. 
 
c) El acuerdo reparatorio registra un 12.7%. 
 
d) El proceso inmediato registra una estadística del 0.24% del total de casos 
atendidos en simplificación, que en total solo son 338 expedientes en un tiempo de 
9 años (Vásquez, 2015, p.29). 
 
Por ello, los impulsores de la reforma del proceso inmediato notaron que la ausencia de 
aplicación del citado proceso resultaba tener un impacto negativo en el sistema de justicia 
penal, ya que un alto número de carga procesal que ingresaba bajo los presupuestos de 
flagrancia delictiva no se resolviesen bajo la óptica de la simplificación procesal, 
básicamente a través del proceso inmediato. 
 
Con el objeto de afianzar la aplicación del proceso inmediato se recurrió a la creación de 
los denominados “juzgados de flagrancia”, a través de la Resolución Administrativa N° 
                                                             
8 Cifra aportada por Vásquez, C. (2015). “La nueva configuración del proceso inmediato: 
supuestos, incoación y juzgamiento. Un análisis del Decreto Legislativo N°1194”. En Revista 
Gaceta Penal & Procesal Penal, (76),  p.29. 
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231-2015.9 Su finalidad buscaba una redefinición una visión de la política criminal en la 
que prevaleciese la eficiencia y el esfuerzo coordinado del Estado contra la criminalidad, 
la inseguridad y los delitos comunes.  
 
Estos juzgados de flagrancia, desde la etapa de su implementación, recibieron críticas: 
uno de los primeros plan piloto, establecido en el Distrito Judicial de Tumbes a partir del 1 
de agosto de 2015, inició sus funciones sin la existencia de un protocolo de actuación en 
las situaciones de detención en flagrancia, sin protocolos de detención policial, y de 
actuación fiscal y jurisdiccional. Es decir, se hallaba al amparo de soluciones políticas y/o 
jurídicas sin haber previsto soluciones basados en criterios de logística, donde además 
debió haber prevalecido una implementación y capacitación progresiva para los 
operadores jurídicos.  
 
Incluso, un destacado juez integrante del Consejo Ejecutivo, Giammpol Taboada Pilco, 
mostraba su desacuerdo mediante un voto singular, frente a lo decidido en la Resolución 
Administrativa N° 231-2015, manifestando como principales fundamentos lo siguiente: 
 
a) Que no era oportuno aprobar el Proyecto de implementación de un plan piloto en 
la Corte Superior de Justicia de Tumbes respecto de las “unidades de flagrancia”. 
 
b) Que no se registra un plan estratégico de la organización y puesta en ejecución 
del mencionado plan piloto. 
 
c) Que no se detallaba el personal judicial y de apoyo para la implementación del 
proyecto piloto.  
 
d) Que no existía un trabajo logístico en el personal judicial para apoyar la 
implementación del plan piloto. 
 
e) Que el Código Procesal Penal del 2004 no ha regulado un procedimiento especial 
de flagrancia que justifique la creación de una Unidad de Flagrancia (Taboada, G. 
citado por Araya, 2016, p.257-258). 
 
Así, ya en la víspera de su vigencia, sobre el proceso inmediato, de acuerdo con la 
Resolución Administrativa N° 347-2015-CE-PJ, del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, 
en noviembre de 2015, conforme al considerando segundo, se sostenía que: 
 
a) Constituye uno de los principales mecanismos de simplificación procesal y judicial. 
 
                                                             
9 Dicha Resolución Administrativa, consideraba que la puesta en marcha del Plan Piloto en 
Tumbes, se sostenía en seis factores para su implementación, de los cuales resaltamos el segundo 
y el tercero, donde se especifica las coordinaciones al más alto nivel con el Ministerio Público, y 
donde se detalla el registro de un trabajo de estudio y evaluación de la estadística de la carga 
procesal en el país.  
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b) Prescinde de la etapa de la investigación preparatoria e intermedia, lo cual facilita 
la ejecución de la etapa del juzgamiento. 
 
c) Resulta aplicativo a casos especiales, como los procesos donde se registra una 
flagrancia o la acumulación de medios probatorios suficientes o la confesión del 
imputado.  
 
d) Representa un procedimiento especial, eficiente y eficaz en el tiempo y permite la 
generación de garantías procesales a favor del imputado. 
 
En definitiva, era inminente su puesta en marcha con una expectativa altísima, que con el 
transcurrir de los meses encontró que la reforma apresurada debía ser depurada en 
determinados acápites para continuar vigente y no devenir en inconstitucional, como se 
verá más adelante. 
 
 
2.4. ALCANCES A PARTIR DEL DECRETO LEGISLATIVO N° 1194. 
 
Es pertinente señalar, a efectos de una mejor comprensión del contexto abordado que el 
proceso inmediato se encontraba vigente en los Distritos Fiscales donde el Nuevo Código 
Procesal Penal era aplicado progresivamente desde el año 2004, es decir, en gran parte 
del territorio nacional sin llegar aún los distritos judiciales que conforman la ciudad capital 
peruana.  
 
Con la promulgación del Decreto Legislativo N° 1194, se estableció su aplicación 
obligatoria por los representantes del Ministerio Público a partir del 29 de noviembre del 
año 2015, ante los supuestos establecidos en la modificación legislativa que lo convertían 
en un proceso inmediato reformado, siendo su redacción, conforme a las modificaciones 
de la siguiente manera:  
 
Decreto Legislativo Nº 1194, Artículo 446. Supuestos de aplicación 
1. El Fiscal debe solicitar la incoación del proceso inmediato, bajo responsabilidad, 
cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 
a) El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante delito, en cualquiera de 
los supuestos del artículo 259; 
b) El imputado ha confesado la comisión del delito, en los términos del artículo 
160; o 
c) Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias preliminares, y 
previo interrogatorio del imputado, sean evidentes. 
2. Quedan exceptuados los casos en los que, por su complejidad, de conformidad 
con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 342, sean necesarios ulteriores actos 
de investigación. 
3. Si se trata de una causa seguida contra varios imputados, sólo es posible el 
proceso inmediato si todos ellos se encuentran en una de las situaciones previstas 
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en el numeral anterior y estén implicados en el mismo delito. Los delitos conexos 
en los que estén involucrados otros imputados no se acumulan, salvo que ello 
perjudique al debido esclarecimiento de los hechos o la acumulación resulte 
indispensable. 
4. Independientemente de lo señalado en los numerales anteriores, el Fiscal 
también deberá solicitar la incoación del proceso inmediato para los delitos de 
omisión de asistencia familiar y los de conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción, sin perjuicio de lo señalado en el numeral 3 del artículo 447 del 
presente Código. 
 
La orientación del proceso inmediato a la luz del Decreto Legislativo N°1194 se expresó a 
través de tres perspectivas, a decir de Cesar San Martín: 
 
a) Se dispone de la obligatoriedad del procedimiento, el cual es una variación a lo 
que anteriormente era facultativo. 
 
b) Permite el desarrollo y la implementación de un modelo basado en la  oralidad del 
procedimiento penal. 
 
c)  Se facilite la ejecución de un proceso en forma diligente que optimice los recursos 
institucionales para dedicarlos a procesos o causas con mayor complejidad (San 
Martín, 2015, p.810). 
 
Es así que, a partir del 29 de noviembre del 2015, la aplicación del proceso inmediato 
dejaba de ser facultativa para los fiscales y se convertía en obligatoria para los casos de 
flagrancia, en los delitos de conducción de vehículos en estado de ebriedad y en los 
casos donde se registre una omisión a la asistencia familiar, a partir de la interpretación 
literal del artículo 446° del NCPP.  
 
De acuerdo a ello, José Neyra señalaba que, ante los cambios normativos, los fiscales no 
pierden una facultad de ejecutar una acción penal, pero sí la limitan ante la imposición 
normativa, pero que en esencia permite una vía procedimental mucho más eficiente en el 
ámbito de la investigación y juzgamiento penal (Neyra, 2017, p.37).  
 
En ese mismo sentido, Araya señala que, aún en casos de flagrancia, el Ministerio Público 
puede no contar con todos los elementos probatorios suficientes para la investigación o 
determinación de una acusación. Lo que representa un punto negativo que debe ser 
expuesto previo a la incoación (Araya, 2016, p.233). 
 
No fueron pocas las críticas que recibió la aplicación del proceso inmediato a partir de 
finales de noviembre del año 2015, ya que se cuestionó desde la inconstitucionalidad de 
la norma procesal, pasando por el atentado al debido proceso y el derecho a probar la 
inocencia del investigado hasta la pérdida de autonomía de los representantes del 
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Ministerio Público como titulares de la acción penal ante los supuestos para la admisión 
del reformado proceso inmediato. En ese sentido, Ore Guardia señaló que: 
 
Efectivamente, imponerle al fiscal que debe solicitar la vía del proceso inmediato 
en todos los supuestos regulados en el inciso 1 del artículo 446 del Código 
Procesal Penal del 2004 supone pensar que en todos esos casos ya no hay 
necesidad de realizar ninguna diligencia adicional, cuando no necesariamente es 
así. Reducir la facultad discrecional -que no significa arbitrariedad- del fiscal 
importa que este no tenga la posibilidad de que decida lo mejor para cada caso en 
particular, teniendo en cuenta la eficiencia de la investigación, de un lado, y el 
resguardo de los derechos fundamentales, de otro. (Oré, 2016, p. 6-7) 
 
Asimismo, ante el auspicioso ingreso del proceso inmediato reformado al contexto 
procesal penal, se advirtió que una de las primeras críticas que recibió fue que a raíz de la 
modificatoria del artículo 446° del NCPP, donde se señala que resultará un deber para el 
Fiscal solicitar la incoación del proceso inmediato cuando concurran circunstancias de 
flagrancia delictiva, suficientes elementos de convicción, así como presuntas comisiones 
de delitos de omisión a la asistencia familiar como delitos de peligro común en la 
modalidad de conducción en estado de ebriedad. Por tanto, dicho deber se convertía en 
una condicionante bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad funcional. A partir de 
ello, se restaba autonomía al fiscal:  
 
[e]sta obligatoriedad ha planteado una polémica grande, siendo que uno de los 
padres de este proceso inmediato (…) [el] juez costarricense Alfredo Araya Vega, 
[haya] considerado dicho verbo como inconstitucional, instando a que vuelva a ser 
facultativo su petitorio para los fiscales, toda vez que “el proceso especial debe ser 
la excepción y no la regla”. (Vega, 2017, p.164) 
 
La vigencia del Decreto Legislativo 1194, puso de relieve el sentido de la política criminal, 
mostrando que el uso político de la justicia penal (Hurtado y Reyna, 2015, p.12), no sólo 
se extendía al ámbito del Derecho Penal, sino que afectaba también al procedimiento 
penal al regular la introducción de las pretendidas soluciones procesales rápidas -fast  
justice, como la ha denominado el profesor Mario Rodríguez Hurtado-10 elocuente 
referencia a la expresión “comida rápida”. 
 
Lo expuesto permite detallar que la propuesta judicial no necesariamente resultaría ser 
más eficaz, dado que una institución de simplificación procesal de escueta regulación, 
basada preferentemente en los supuestos de procedencia, al momento oportuno para la 
                                                             
10 Denominación que adopta el profesor Mario Rodríguez Hurtado para criticar al proceso 
inmediato como resultado de la improvisación legislativa, “un embutido tan indigesto como la 





incoación del proceso inmediato puede ocasionar diversas interpretaciones en su 
aplicación.  
 
En esa misma línea, las observaciones del juez supremo José Neyra, advertían de la 
siguiente manera: 
 
a) Que la exposición de motivos de la norma en evaluación se contradice con sus 
alcances normativos. 
 
b) Que, en el caso de delitos de sicariato, tráfico ilícito de drogas y otros, los alcances 
de la normatividad no resultan eficaces porque estos delitos resultan ser muy 
complejos. 
 
c) Existe una premisa equivocada de que el proceso inmediato puede solucionar 
problemas de naturaleza social y criminal complejos (Neyra, 2017, p.36-37). 
 
Posteriormente, ante los primeros meses de aplicación del proceso inmediato reformado 
se evaluaron los primeros resultados, que generaron la necesidad de plantear un nuevo 
mecanismo de interpretación y actuación de los dispositivos normativos que regulan el 
diseño del proceso inmediato reformado, conforme es posible determinar con el Acuerdo 
Plenario 02-2016/CIJ-116. 
 
Desde otra perspectiva, Pablo Sánchez advertía sobre los alcances del Decreto 
Legislativo N° 1194, en el primer trimestre del año 2016, conforme se detalla: 
 
a) No existe una real y objetiva evidencia en la política criminal nacional respecto de 
la aplicabilidad del proceso inmediato en relación con el propio Decreto Legislativo 
en evaluación. 
 
b) No se ha registrado un esquema objetivo preliminar que permita detallar una 
estructura preliminar a la aprobación de una norma que pudiera prever sus propios 
resultados. 
 
c) La aprobación de la norma en evaluación no ha contado con la participación de 
entes especializados, en particular del Poder Judicial y el Ministerio Público. 
 
d) No se ha tomado en cuenta el contexto logístico y jurisdiccional de las entidades 
del sector de impartición de justicia para la aprobación de la norma en evaluación. 
 
e) No se ha tomado en cuenta el contexto judicial, ni la previsión de requerir un 






2.5. ORIENTACIONES DEL PROCESO ESPECIAL REFORMADO A PARTIR DEL 
ACUERDO PLENARIO EXTRAORDINARIO N° 02-2016/CIJ-116 
 
Resulta apropiado para comprender la implementación judicial del proceso inmediato, el 
tránsito que ha tenido este desde su reformulación a través del Decreto Legislativo N° 
1194, pues como ya hemos indicado el carácter obligatorio en su aplicación se inicia a 
partir de fines de noviembre de 2015.  
 
En los siguientes meses de aplicación (entre 2015 y 2016) se observaron las primeras 
distorsiones, entre ellas a través del conocido caso de Silvana Buscaglia. Por ello, con el 
objeto de superar arbitrariedades expuestas al haberse afectado el derecho de defensa y 
salvar su constitucionalidad como instituto, incluso como lo expresa el propio Acuerdo 
Plenario, se inicia su convocatoria y discusión en los primeros meses del año 2016, cuyos 
resultados a fin de reorientarlo alumbraron su conducencia a partir del 1° de junio de dicho 
año. 
 
Este Acuerdo Plenario N° 02-2016/CIJ-116, necesariamente, abordó la condición de 
obligatoriedad del proceso inmediato y a través del reconocimiento de los jueces 
supremos se determinó que dicha obligatoriedad estaba condicionada a que concurran 
dos presupuestos básicos que ya se advertían en el Decreto Legislativo N° 1194 
expresados en la complementación de: 
 
a) La evidencia delictiva, que debía ser suficiente y  
 
b) La simplicidad procesal en el trámite o la ausencia de una complejidad en la 
evaluación del expediente (proceso judicial), como presupuestos (Herrera, 2017, 
p.91).  
 
En el caso del primer presupuesto, este comprende a las situaciones de flagrancia en la 
comisión del delito, la confesión del imputado del hecho delictivo según los alcances del 
artículo 160° del NCPP y la presencia de elementos de convicción en forma 
complementaria en las diligencias preliminares, cuando, bajo interrogatorio del imputado, 
sean evidentes. Mientras que en el caso del segundo supuesto, en tanto se caracterice al 
proceso inmediato por la simplicidad en los actos de investigación y la celeridad en su 
tramitación en el ámbito judicial, este permite excluir del ámbito de obligatoriedad a 
aquellos casos donde los actos de investigación nos impidan alcanzar una probabilidad 
alta para requerir la acusación, considerándose asimismo que la complejidad del caso no 
depende necesariamente del hecho delictivo en sí mismo sino de otros factores como las 
condiciones materiales para investigar, la proximidad de resultados de las pericias y de la 
actuación de los órganos auxiliares, entre otros.  
 
Este primer presupuesto, en términos expuestos por Francisco Mendoza se encuentra 
vinculado a lo que él denomina prueba evidente, ya que en el fundamento octavo del 
Acuerdo Plenario Nº 02-2016, donde se desarrolla la idea de “la prueba evidente o 
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evidencia delictiva”, esta es definida a partir de tres institutos: (i) el delito en situación de 
flagrancia, (ii) la confesión del imputado y (iii) la comisión de un delito evidente.  
 
A criterio del citado autor, dichas instituciones nos conducen al concepto epistémico de 
que existe una situación donde hay una “causa probable” y a fin de determinar esta, se 
nos exige la verificación de la existencia de elementos de convicción en grado suficiente 
que permitan ejecutar un juicio que desarrolle una probabilidad positiva. De este modo, 
Mendoza detalla los siguientes puntos: 
 
a) La convicción proviene de una relación con la flagrancia. 
  
b) Se deben practicar actos de naturaleza fiscal para que así se ejecute una 
investigación que permita generar elementos de convicción, sobre la base de la 
actuación de elementos probatorios complementarios, para así no apresurar el 
proceso inmediato (Mendoza, 2017, p.173). 
 
En relación al segundo presupuesto, Mendoza refiere que la ausencia de complejidad o 
simplicidad se encuentra vinculado a lo expuesto en el fundamento 9 del Acuerdo 
Plenario, para una mejor comprensión de este presupuesto se debe tomar como 
referencia ocho supuestos de complejidad en la ejecución de la investigación preparatoria, 
los cuales han sido previstos en el artículo 342, numeral tercero del Código Procesal 
Penal, que estrictamente atiende a criterios cuantitativos -ya sea porque se registra una 
pluralidad de imputados y/o agraviados, una cantidad de actos o diligencias que se 
vinculen con el procedimiento de la investigación, o una cantidad de tiempo para obtener 
información o el registro de una evidencia o evidencias- los cuales no se agotan en lo 
previsto en el citado dispositivo sino que existen también supuestos de complejidad, que 
consideran otros elementos de evaluación de complejidad.   
 
Por ello, Mendoza considera: 
 
a) El concepto de complejidad debe aplicarse bajo estrictos niveles de razonabilidad. 
 
b) Se debe tener en cuenta el contexto de la complejidad cualitativa, no previstos en 
el ámbito de la evaluación cuantitativa (Mendoza, 2017, p.178-179). 
 
Dicha complejidad, de acuerdo a los lineamientos expuestos por el precitado Acuerdo 
Plenario, entre otros medios de evaluación de los elementos de convicción, será sometida 
a un test de credibilidad o razonabilidad de evidencia para asegurar la viabilidad del 
trámite del proceso inmediato, en tanto, también que a efectos de proseguir por 
intermedio del proceso inmediato se hace imperativo evaluar y vincular la vigencia del 
principio de proporcionalidad, para interpretar la intensidad de los hechos como límite a la 




En esa línea, autores como Alfredo Araya sostienen que el Acuerdo Plenario 
Extraordinario, de acuerdo al fundamento noveno, delimita la naturaleza procesal y judicial 
del proceso inmediato conforme a parámetros de tutela de derechos aplicables en 
vinculación con la interpretación de principios jurídicos como de celeridad, efectividad y 
simplicidad e impone que no pueden ser atendidos con dicho proceso especial: 
 
a) Situaciones en las cuales se evalúan “hechos complejos”. 
 
b) Motivos donde es posible registrar una duda en la legalidad y/o suficiencia  en la 
evaluación de los hechos investigados. 
 
c) Necesidades especiales o específicas para ejecutar actos procesales especiales 
sobre el hecho en investigación, las características de los imputados o partícipes 
del hecho delictivo (Araya, 2016, p.402). 
 
Resulta también de necesario abordaje lo que señala el referido Acuerdo Plenario en su 
décimo fundamento, acerca de las pautas que se considerarán para optar por la vía 
procedimental del proceso inmediato; entre ellas está la ponderación del principio jurídico 
de naturaleza constitucional y procesal de proporcionalidad, y la gravedad del hecho 
materia de imputación visto de la perspectiva de conminación penal -que resulta ser un 
elemento implícito por la propia naturaleza del proceso inmediato-. De este modo, es 
posible ampliar lo expuesto por la Corte Suprema de Justicia de la República: 
 
a) Hay una relación proporcional: a mayor gravedad de los hechos en evaluación, 
mayor importancia existe de que se genere un proceso diferente al proceso 
inmediato. 
 
b) El proceso común y el proceso especial difieren en cuanto a presupuestos y 
requisitos, y la diferencia permite detallar la complejidad de cada tipo de proceso. 
 
c) El proceso inmediato está previsto para intervenir en situaciones en donde no se 
desarrolle la investigación de un delito considerado grave. 
 
De este modo, desarrollamos bajo nuestra perspectiva el fundamento décimo del Acuerdo 
Plenario Extraordinario N° 02-2016/CIJ-116. 
 
Con relación al fundamento citado, consideramos que se presenta una indefinición para 
conocer qué es lo que se estima como delito especialmente grave, en ese sentido, se 
precisa que ese argumento no está configurado en forma absoluta respecto de su trámite 
operativo, sino como una estimación de carácter general que puede ser o no considerada 





Al respecto, si bien es cierto que se presenta un listado de delitos como modo de 
ejemplificar cuales son graves dentro del citado fundamento, autores como Araya 
consideran que “la especial gravedad delictual puede ser medida conforme a la pena en 
abstracto, el grado de afectación al bien jurídico y la propia entidad e importancia” (Araya, 
2016, p.404), y que se propone de modo discreto que en aquellos delitos que presenten 
sanciones superiores a los quince años de pena privativa de libertad se encontrarían fuera 
del alcance del proceso inmediato.11 
 
La referida indefinición para los operadores jurídicos aparentemente se habría corregido 
con la postura adoptada por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, a través de 
la Casación N° 441-2017-ICA, que ha señalado que no existe prohibición absoluta de 
aplicación del proceso inmediato para aquellos delitos especialmente graves, como lo ha 
expresado la referida casación en los fundamentos 3.2 y 3.3: 
 
“3.2 Como se puede observar, de una lectura integral del Acuerdo Plenario sobre 
proceso inmediato, en puridad, no se prohíbe o excluye toda aplicación del 
proceso inmediato reformado a casos en los cuales el hecho punible se 
encuentra revestido de especial gravedad y, consecuentemente, el desvalor se 
refleja en un quantum punitivo significativamente elevado. Para la exclusión del 
proceso inmediato en tales supuestos, dicho factor (drasticidad punitiva) es una 
condición necesaria aunque no suficiente. Se debe verificar también que el caso 
concreto, dada su singular comisión, exija un determinado esclarecimiento 
acentuado, para lo cual resulta importante la actuación del defensor técnico, pues 
a este corresponde, en primer orden, justificar la impertinencia y el riesgo 
pernicioso de aplicar el proceso inmediato al caso que defiende. Asimismo, en 
tales casos ha de evaluarse con singular exhaustividad la evidencia delictiva. 
Superado dicho examen, si se cae en cuenta de que el esclarecimiento adicional 
requerido es mínimo es de optar por el proceso inmediato” (resaltado nuestro). 
 
Dicha sentencia casatoria resolvió un recurso presentado por la defensa de un 
sentenciado por la comisión del delito de violación de la indemnidad sexual de menor de 
edad, en el grado de tentativa, considerando que la pretensión impugnatoria sobre el 
apartamiento de la doctrina jurisprudencial devenía en infundada, ya que al tratarse de un 
delito especialmente grave habría mayor viabilidad de aplicación del proceso inmediato. 
En tanto, la imputación por ser en grado de tentativa no se le puede exigir la acreditación  
de la totalidad de los elementos del tipo penal, bastando únicamente con probar que la 
decidida ejecución delictiva se puso en marcha y que para efectos de la aplicación de un 
proceso inmediato resultaba equiparable con la idea de simplicidad procesal que es la 
esencia de aquel (Cfr. Fundamento 3.3, Casación N° 441-2017-ICA).12 
                                                             
11 Francisco Mendoza considera que una propuesta apropiada frente a la relativización de la 
gravedad del delito es expuesta por Salas Arenas (Juez Supremo), en el voto apartado respecto 
del fundamento décimo.   
12  En ese similar sentido, la Sala Penal Permanente ha resuelto en la Sentencia Casatoria N°1130-




Consideramos que en el ámbito de la eficiencia y de la aplicación de la estricta 
proporcionalidad, el proceso inmediato permite asegurar una contundente respuesta al 
delito, así pues la construcción de la constitucionalización del proceso inmediato 
necesariamente contará con los presupuestos materiales de prueba evidente y 
simplicidad del caso, ante la ausencia de estos en un marco de flexibilización de las 
garantías de defensa procesal y de acceso a una tutela jurisdiccional, no podríamos optar 
hacia este proceso especial sino se cuenta con los requisitos, la opción consecuente será 
la de elegir la del proceso común.  
 
Así pues, este proceso especial tiene un marco de aplicabilidad de un trámite célere 
fundamentado en la contundencia de los cargos, los cuales pueden provenir de una 
confesión, por el registro de una evidencia fuerte o por la  detención del imputado en una 
situación de flagrancia. En la eventualidad de que alguno de estos elementos no se 
pudieran registrar, entonces el proceso inmediato no tendría legitimidad (Chinchay, 2017, 
pp.33-34). 
 
En ese orden de ideas, el Acuerdo Plenario Extraordinario N° 02-2016/CJ-116, publicado 
en el Diario Oficial El Peruano, el 4 de agosto del 2016, proyecta la idea de la flagrancia 
de conformidad con la existencia de evidencia delictiva -que resulta ser uno de los 
presupuestos del proceso inmediato-, por ello sus fundamentos  se centran en la presunta 
suficiencia de material probatorio, que, consecuentemente, permitirían un juzgamiento con 
celeridad, con reducción de plazos. Sin embargo, como bien lo ha expresado Francisco 
Mendoza, acerca de los parámetros para su constitucionalización: 
 
[s]in esos límites, el diseño simple y básico del proceso inmediato no lo hace 
idóneo para el trámite de casos con relativa complejidad. En ese orden, los 
operadores penales deberán ser sumamente rigurosos en verificar su 
configuración, de tal manera que frente a un mínimo de incertidumbre de 
información o de simplicidad dudosa, se tendrá que inhabilitar el proceso 
inmediato. El propio acuerdo plenario es claro al señalar que, por su diseño básico, 
el proceso inmediato es restrictivo de principios y garantías. Por esa razón, la 
interpretación de sus dispositivos tendrá que realizarse siempre de manera 
restrictiva conforme al mandato constitucional previsto en el artículo 139.9 de la 
Constitución Política del Estado, para modular así esos principios y garantías. 
(Mendoza, 2019, s/p) 
 
Al respecto, Mercedes Herrera considera que el proceso inmediato es un procedimiento 
judicial simplificado, de utilidad y legitimidad, por su vinculación a una política político-
criminal y es de la opinión que ante la inconcurrencia del presupuesto de evidencia 
delictiva (flagrancia), y del presupuesto de simplicidad, la incompatibilidad de la flagrancia 
                                                                                                                                                                                         
violación sexual en agravio de una menor, donde se precisa la importancia de la prueba evidente, 
la evidencia delictiva o la simplicidad del proceso ejecutado. (Cfr. Fundamento undécimo).  
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delictiva con el proceso inmediato genera una contradicción que permite que el operador 
conduzca las actuaciones judiciales hacia un proceso común. 
 
Por ello, Herrera especifica: 
 
a) El proceso inmediato no resulta inconstitucional, desde una evaluación de su 
legitimidad y legalidad. 
 
b) En caso de cualquier evaluación, esta debe partir del análisis de la legitimidad de 
la norma en función de la actuación fiscal, judicial y de los propios abogados. 
 
c) La simplificación de un proceso judicial responde a una premisa detallada en una 
política pública, que reproduce una perspectiva político-criminal. 
 
d) La evaluación de “casos de notoria sencillez” o donde se determine las 
condiciones de ejecución de un hecho delictivo con absoluta objetividad permite la 
implementación de un proceso inmediato. 
 
e) En caso no se pueda cumplir alguna condición preliminar, el juez y el fiscal deben 
desarrollar un proceso ordinario (Herrera, 2017, p.23). 
 
En suma, hemos podido advertir que el proceso inmediato reformado luego de la emisión 
del Acuerdo Plenario Extraordinario N° 02-2016/CIJ-116 -junio de 2016-, no ha dejado de 
provocar que las posiciones adoptadas por la Corte Suprema de Justicia de la República y 
la doctrina procesal penal sean precisamente conciliadoras.13  
 
Es menester, en tal sentido, señalar que los presupuestos básicos para incoar el proceso 
inmediato, son: 
 
a) El registro de un delito flagrante,  
 
b) La confesión del imputado y  
 
c) La identificación de los hechos materia de identificación como parte de lo detallado 
por el Acuerdo Plenario. 
 
                                                             
13 En esa línea, Elder Miranda sostiene que Acuerdo Plenario Extraordinario N° 02-2016/CIJ-116 
“[c]onstituye un gran avance porque ha realizado una adecuada interpretación del D.Leg N°1194, el 
cual -durante un año aproximadamente- había creado una grave inseguridad jurídica en cuanto a la 
tipificación penal del delito del delito de violencia y resistencia a la autoridad, ya que <<permitió>> 
que la adecuación de todos los casos en agravio de los miembros de la Policía Nacional sean 
considerados dentro del proceso inmediato, ampliando de manera excesiva los términos de la 
flagrancia delictiva; todo esto en abierta contradicción a lo establecido en el Código Procesal Penal 
y lo establecido por la doctrina mayoritaria” [Cfr. Miranda, E. (2016).“El proceso penal inmediato 
reformado. Legitimación y alcances”. Actualidad Penal, (27), p.129] 
46 
 
Sólo a través de estos elementos es posible detallar la constitucionalidad del proceso 
simplificado. 
 
Del mismo modo, resulta importante advertir que el Acuerdo Plenario Extraordinario N° 
02-2016/CIJ-116 haya moderado el funcionamiento del proceso inmediato, ya que a 
través de los criterios impuestos y la doctrina legal desarrollada, los mismos que para su 
aplicación deben ser ponderados para tomar como decisión la incoación o no, conforme a 
los presupuestos materiales antes indicados. Así, resulta también necesario indicar que el 
referido acuerdo plenario “redefinió el verbo <<deber>> de incoación y lo proyectó según 
las particularidades especiales del caso (…)” (Araya, 2016, 96), excluyendo de ese modo, 
la  sanción administrativa existente en el artículo 446° del Código Procesal Penal, ante la 
decisión del fiscal  de no incoar el proceso inmediato. Es decir, con ello se superó el error 
existente antes de la publicación de este acuerdo, donde resultaba imperativo que en 
todos los casos que se adecuaban al proceso inmediato se obligaba al fiscal a incoarlo 
bajo responsabilidad. 
 
Al respecto podemos detallar: 
 
a) Resultaba inadmisible obligar al Ministerio Público a ejecutar una acción 
irrazonable, sin un mayor fundamento que el dispuesto por la norma procesal. 
 
b) Resultaba inadmisible que la norma procesal imponga una responsabilidad 
funcional, en caso el fiscal no  solicita la incoación del proceso inmediato. 
 
c) Se condicionaba al Ministerio Público a la ejecución de actos procesales que 
limitaban en esencia su propia autonomía. 
 
Lo detallado proviene de nuestra evaluación del fundamento 17, del Acuerdo Plenario 
Extraordinario N° 02-2016/CIJ-116. 
 
Por lo que en este último aspecto acerca de la aplicación del proceso inmediato 
reformado, la actuación del fiscal del Ministerio Público se deberá regir en base al marco 
de la Constitución y de la normatividad infra constitucional, como bien lo señala Peña 
Cabrera (2017, p.63) acerca de los representantes del Ministerio Público, quienes 
deberán “de valorar cada caso, a fin de que si cumple con el presupuesto de evidencia 
delictiva, si es que se cuenta con acervo cognitivo (…), susceptible para construir su 
teoría de incriminación, no siendo necesario mayor acto investigativo” (Peña Cabrera, 
2017, p.63), ante lo cual podrán incoar el proceso inmediato ante el órgano judicial 
competente, caso contrario de no cumplirse el estándar probatorio, deberán continuar con 












LA EVALUACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO EN EL ÁMBITO JURISDICCIONAL 
 
En el presente capítulo, se analizará el aspecto conclusivo de la presente investigación, 
en particular, para evaluar la hipótesis propuesta en el Plan de Tesis. 
 
Consideramos, desde una perspectiva metodológica, que la hipótesis que planteamos 
ejecutar en el presente capítulo, nos permitirá: 
 
a) Plantear una posición teórica, fiscal, jurisdiccional y aplicativa sobre el “proceso 
inmediato”, tomando en cuenta lo expuesto y analizado en los dos capítulos 
precedentes.  
 
b) Plantear una posición crítica al desarrollo de la “política criminal” propuesta por el 
legislador, tomando en cuenta el contexto disfuncional de la evaluación del 
“elemento a ser analizado por la política criminal del país” y el resultado obtenido. 
 
c) Desarrollar una posición que plantee una alternativa a lo expuesto por la doctrina 
nacional y el desarrollo jurisprudencial evaluado. 
 
Sobre este marco referencial, es que el desarrollo de nuestra hipótesis se expone a 
continuación. 
 
3.1 PLANTEAMIENTO DE HIPÓTESIS 
 
La presente investigación está orientada a demostrar que la incidencia (en términos 
cuantitativos) de aplicación del proceso inmediato reformado en los distritos fiscales 
que pertenecen a la región Ancash no ha tenido el impacto esperado por (a) la 
ciudadanía, (b) por el legislador (Congreso y Poder Ejecutivo) respecto de la 
“reducción de la criminalidad” y (c) por parte de los operadores jurisdiccionales, tanto 
fiscales como jueces penales (c), quienes registran inconvenientes en el desarrollo del 
proceso inmediato en sus Distritos Judiciales y/o Distritos Fiscales. 
 
De este modo, se puede registrar a futuro que uno de los objetivos centrales de la 
tesis es la acreditación de que las “medidas y acciones legislativas en el ámbito 
penal”, no resultan eficientes en la atención de los problemas del control de la 
delincuencia, atenuación de la inseguridad ciudadana y la tasa de criminalidad, por 
cuanto estos problemas socio criminológicos no pueden ser enfrentados con una 





3.1.1 PROBLEMA GENERAL E HIPÓTESIS GENERAL. 
 
¿FRENTE AL INCREMENTO DE LA INSEGURIDAD CIUDADANA Y LA 
CRIMINALIDAD, LA ALTERNATIVA PROPUESTA EN EL DECRETO LEGISLATIVO 
N° 1194 HA RESULTADO IDÓNEA? 
 
A partir de la delegación otorgada al Poder Ejecutivo -a inicios del año 2015- por parte 
del Congreso de la República para que el Gobierno Nacional pueda legislar en 
materias penales que se vinculen con el fortalecimiento de la seguridad ciudadana y 
se ejecute una acción eficiente contra la delincuencia común y el crimen organizado a 
nivel de atentados contra el patrimonio, se establecieron instrumentos normativos para 
un racional procesamiento de causas en el ámbito judicial penal bajo el supuesto de 
que se registre una flagrancia delictiva, para que, de este modo se puedan generar 
efectos positivos a favor de la calma y paz social.  
 
Sobre dicho contexto es que surge nuestro “problema general” de estudio, por cuanto 
la línea principal de atención que ha tenido el legislador es atender un “problema 
social en el ámbito criminológico” y, por ello, el legislador, que resultó siendo el Poder 
Ejecutivo, a través del Gobierno Nacional (Presidencia de la República y Consejo de 
Ministros) conforme a las facultades delegadas por el Congreso de la República, ha 
diseñado una serie de medidas punitivas y jurisdiccionales expuestas en varias 
normas penales. 
 
Una de estas “normas penales” es el Decreto Legislativo Nº 1194, que nos permite 
evaluar un “problema general” en el ámbito del diseño de políticas criminales en el 
país, por cuanto se puso de relieve el modo de “diseño” de la justicia penal en el país, 
el cual no sólo se extendía al ámbito judicial penal, sino que afectaba también a la 
especialidad del Derecho Penal al regular procedimientos procesales rápidos -fast 
justice – y, por ende, más eficaces. 
 
De este modo, se confunde el legislador, cuando analiza el contexto penal, procesal 
penal, jurisdiccional penal y de política criminal cuando nos hallábamos frente una 
institución de simplificación procesal de escueta regulación, basadas en los supuestos 
de procedencia (evaluación procesal), el momento oportuno para la incoación del 
proceso inmediato y la actuación de un juez a cargo que da trámite al proceso 
inmediato, entre otros, los cuales ocasionaban diversas interpretaciones para las 
reglas establecidas en su aplicación. 
 
En este ámbito, la hipótesis que desarrollaremos está vinculada a la demostración de 
que el “proceso inmediato reformado” no ha sido correctamente diseñado por el 
legislador y por ende no soluciona los problemas de naturaleza criminológica, como 




La afectación de principios procesales y constitucionales, la flexibilización del propio 
procedimiento jurisdiccional penal y la desvinculación con una línea programática 
estatal en la atención contra la criminalidad no han logrado generar las expectativas 
positivas sobre el “proceso inmediato”, tomando en cuenta su propio procedimiento.  
 
3.1.2 PROBLEMAS ESPECÍFICOS E  HIPÓTESIS ESPECÍFICAS. 
 
a)  ¿CUÁL ES LA FINALIDAD DEL PROCESO INMEDIATO EN EL PROCESO 
PENAL? 
 
Consideramos que tiene la finalidad de plantear un trámite judicial simplificado, donde 
la celeridad en el trámite de las etapas pueda diferenciarlo del trámite ejecutado en el 
proceso común, dado que el primero se proyecta para contextos en flagrancia -
principalmente- en donde se registran elementos de convicción suficientes que no 
requieren de mayores actos de investigación para que el titular de la acción penal ante 
un caso concreto, incoe proceso inmediato y seguidamente requiera acusación. 
 
En ese sentido, nuestra hipótesis se centra en destacar la finalidad del proceso 
inmediato para desarrollar un mecanismo de simplificación procesal penal, únicamente 
de utilidad para la descarga procesal de los órganos jurisdiccionales, más no válido 
para reducir índices de criminalidad y hacer frente a la inseguridad ciudadana. Por 
tanto, dicho “instrumento procesal” debe estar dirigido a determinados supuestos y no 
debe ser confundido a objetivos ajenos a su propia naturaleza procesal. 
 
b) ¿ES POSIBLE PLANTEAR LA APLICACIÓN DE UN INSTRUMENTO 
PROCESAL COMO PARTE DE LA POLÍTICA JURISDICCIONAL? 
 
La respuesta resulta afirmativa, en nuestra hipótesis porque en principio la política 
criminal -relacionada con la política jurisdiccional- no puede tener un tratamiento 
aislado, al margen del entorno mediato e inmediato del contexto en el que se proyecta 
como política integral del Estado.  
 
Como hemos afirmado en el capítulo primero, un Estado bajo las reglas de ser 
Democrático y Social debe desarrollar una política criminal eficiente y temporalmente 
vinculante en el tiempo, como regla general y solo en forma excepcional puede 
modificar su contenido normativo, porque se registran causas justificantes para 
adoptar nuevos lineamientos que conducen normas y procedimientos especiales.  
 
Asimismo, sostenemos que la coherencia y optimización de la misma se sustentará en 
la ejecución previa de estudios de impacto, en el diálogo técnico y en la participación 
de los representantes del Poder Judicial y del Ministerio Público, así como en la 
capacitación previa y progresiva de los operadores jurídicos. Todo lo anterior permitirá 
que su introducción al contexto real guarde coherencia con la sistematicidad de un 




c) ¿DE ACUERDO A LA POLÍTICA CRIMINAL DISEÑADA POR EL LEGISLADOR, 
LA APLICACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO  EN LOS DOS DISTRITOS 
FISCALES DE LA REGIÓN ANCASH, HA SIDO EFICAZ,  A PARTIR DE LA 
VIGENCIA DEL DECRETO LEGISLATIVO N° 1194? 
 
Sobre la base del análisis del “proceso inmediato” y su aplicabilidad en la zona de 
estudio, en el período abordado, la cuestión propuesta nos permite relacionar tanto el 
“tema” como el “problema general” de la presente investigación. 
 
La absolución de la cuestión propuesta permite desarrollar nuestra hipótesis, sobre la 
cual plantearemos nuestra posición, tanto en lo teórico (i), como en lo jurisdiccional (ii), 
para así proponer posibles alternativas de solución, tanto para la vigencia y regulación 
del “proceso inmediato”, como para también plantear mecanismos idóneos de “lucha 
contra la criminalidad” de modo que el legislador pueda tomar en cuenta la opinión del 
Ministerio Público en la atención de dicho problema social. 
 
De esta forma, la fundamentación de la hipótesis nos permite detallar que la incidencia 
en la aplicación del proceso inmediato reformado, en los Distritos Fiscales que 
pertenecen a la región Ancash, no ha tenido el impacto esperado, pues, la reducción 
de la inseguridad ciudadana y la tasa de criminalidad no podía ser enfrentada con una 
política criminal sustentada en el fortalecimiento de un mecanismo de simplificación 
procesal.  
 
Asimismo, consideramos, de modo complementario, que el impacto no fue el 
esperado no solo por las razones de ubicarse ambos distritos en zonas geográficas 
rurales, de baja población citadina, sino por los fundamentos de la política criminal del 
Estado que no lograron evaluar en forma preliminar la implementación normativa del 
proceso inmediato reformado. 
 
 
3.2 LA EVALUACIÓN DEL IMPACTO DEL PROCESO INMEDIATO EN LA REGIÓN 
ANCASH 
 
En el inicio de la presente investigación, señalamos que la información que tendríamos 
como insumo la habíamos obtenido de la Oficina de Indicadores de Producción Fiscal del 
Ministerio Público de los Distritos Fiscales de Ancash y del Observatorio de Criminalidad 
del Ministerio Público. 
 
Los Distritos Fiscales de Ancash han sido agrupados por años en un consolidado de 
procesos inmediatos incoados en el período 2012- 2018, teniendo en cuenta que el NCPP 
entró en vigencia el 1 de junio del 2012 tanto en el Distrito Fiscal de Ancash como en el 
Distrito Fiscal del Santa. Por ello, la aplicación del proceso inmediato se ha ejecutado en 




Dicho período cumple en sí mismo condiciones de ser medible, sin embargo, por motivos 
metodológicos, dentro de un estudio comparativo, hemos considerado que el intervalo 
2016-2017 nos permite exponer con un mejor panorama si la utilidad y consolidación de la 
aplicación del proceso inmediato en la atención y control de la delincuencia en los distritos 
fiscales de la Región Ancash han dado los resultados esperados. 
 
Durante la recopilación de fuentes bibliográficas, tuvimos conocimiento y acceso a 
algunos informes emitidos por algunos órganos jurisdiccionales a razón de los resultados 
de la aplicación del proceso inmediato, luego de los cien primeros días de las 
modificaciones propuestas en el Decreto Legislativo N° 1194. En ese sentido, uno de los 
informes fue emitido por la Presidencia de la Corte Superior de Justicia del Distrito Judicial 
de Lima Este y el otro informe, cuyo ámbito era de carácter nacional, elaborado por la 
Coordinación Nacional de Implementación de los Órganos Jurisdiccionales de flagrancia - 
omisión de asistencia alimentaria y conducción en estado de ebriedad. En ellos, se 
exponen los logros, dificultades y metas no alcanzadas en los primeros cien días de 
aplicación del mecanismo de simplificación procesal abordado.  
 
Dichas fuentes, que corresponden a competencias judiciales distintas a nuestro ámbito de 
investigación, permiten entender el impacto e introducirnos a la problemática suscitada 
con la implementación de una herramienta de simplificación procesal que persigue 
objetivos distintos a su naturaleza. 
 
Téngase en cuenta, además, que los efectos del proceso inmediato, pueden evaluarse en 
varios elementos complementarios entre sí: 
 
a) Respecto de una evaluación cuantitativa, que va desde el registro de carpetas 
fiscales, denuncias formuladas, procesos judiciales seguidos y sentencias 
emitidas.  
 
b) Respecto de la atención directa a casos de delincuencia, para evaluar el contexto 
de los casos que han sido atendidos en la implementación del proceso inmediato. 
 
c) Respecto de la legitimidad social del proceso inmediato en diferentes realidades 
jurisdiccionales, para así poder analizar el alcance efectivo de la ley ante la 
presión social. 
 
En tal sentido, la evaluación de los resultados estadísticos puede identificar no sólo 
elementos procedimentales deficientes, sino, también, la evaluación de aspectos 
puntuales que permiten observar la disfuncionalidad de la ley ante la criminalidad, que en 
un inicio debía atender, sea a través de un control social efectivo o sea a través de una 





3.3 ANÁLISIS A PARTIR DE LA VIGENCIA DEL DECRETO LEGISLATIVO Nº 1194 
 
Consideramos que en el informe de la Coordinación Nacional de Implementación de los 
Órganos Jurisdiccionales de flagrancia, omisión de asistencia alimentaria y conducción en 
estado de ebriedad se expone con amplitud -al ser de carácter nacional- la problemática 
de la aplicación del proceso inmediato por los operadores jurídicos, ya sea por el Poder 
Judicial, el Ministerio Público, la Policía Nacional, las Defensorías Públicas, y los 
abogados.  
 
A través de lo señalado por el Coordinador Nacional, Juez Superior Bonifacio Meneses, a 
mérito de la aplicación del proceso inmediato durante los primeros cien días, se conoció 
que: 
 
a) En los Distritos de las Cortes Superiores de Justicia de Junín, Huancavelica, 
Cajamarca, Pasco y Ancash, por sus características geográficas y de condición 
rural a nivel poblacional, se registra una población dispersa que incide en la 
evaluación de una política criminal en evaluación.  
 
b) Las zonas identificadas en la evaluación, al tener una tasa poblacional reducida, 
inciden en una tasa de flagrancia también reducida, porque hay proporcionalidad 
en los datos estadísticos. 
 
c) El punto preliminar se confirma cuando se registra sólo 117 casos entre los cinco 
Distritos Judiciales. 
 
d) Respecto de la evaluación de procesos por omisión a la asistencia familiar y 
conducción en estado de ebriedad, se esperaba una variación que tenga una 
proporcionalidad en los datos. 
 
De este modo, se tenía como referencia estadística el registro histórico anual de 2013- 
2015, que reportaban 8,519 casos por año, pero que, a los cien días de implementación, 
solo registró un 28% de referencias (Meneses, 2016, p.113). 
 
Lo indicado en el párrafo anterior nos permite notar que la incidencia en la aplicación del 
proceso inmediato reformado -en los primeros cien días- en los dos Distritos Judiciales de 
Ancash ha sido reducida, pero no sólo por la razones de ubicarse en zonas geográficas 
rurales, de baja población, con características de población dispersa entre diferentes 
zonas de residencia y además de geografía variada (costa-sierra), sino, también, por las 
razones de la política criminal del Estado, que no advirtió previamente a la puesta en 
marcha del proceso inmediato reformado, la existencia de protocolos de actuación en los 
situaciones de detención en flagrancia, el registro de protocolos de detención policial, de 
actuación fiscal y jurisdiccional, sin la previsión logística y capacitación progresiva 
adecuada para los operadores jurídicos. 
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3.3.1 Resultados de la aplicación del proceso inmediato reformado en el Distrito 
Fiscal de Ancash en el período años 2016-2017 
 
Con la intención de obtener un período medible, se ha tomado en cuenta, como punto de 
partida, el período de los años 2016-2017, esto en consideración, porque fueron los 
siguientes 24 meses desde la puesta en marcha -a nivel nacional- del proceso inmediato 
reformado a finales del mes de noviembre de 2015. Dicha elección resulta pertinente, 
pues permite evidenciar el impacto en un período contiguo a la vigencia del proceso 
inmediato reformado. 
 
Asimismo, cabe recordar que el proceso inmediato entró en marcha, inicialmente, en el 
Distrito Fiscal de Ancash, con la vigencia y aplicación del Nuevo Código Procesal Penal, a 
partir del 1 de junio de 2012, en quince provincias del departamento de Ancash. 
 
Del mismo modo, considerando que la información que permite la obtención de cifras 
objetivas para la medición de los resultados del proceso inmediato reformado, proviene de 
fuentes primarias, es pertinente señalar que estas se han obtenido desde la Oficina de 
Indicadores de Producción Fiscal del Ministerio Público del Distrito Fiscal de Ancash, la 
Secretaría Técnica de Implementación del Código Procesal Penal y el Observatorio de 
Criminalidad, ambos del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 1. APLICACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH - 













2012 5 2 0 7 
2013 4 8 0 12 
2014 1 2 0 3 
2015 16 18 1 35 
2016 1246 129 113 1488 
2017 1553 89 113 1755 
Fuente y elaboración: Oficina de Indicadores de Producción  Fiscal del Ministerio Público del Distrito Fiscal de 
Ancash 
 
Del cuadro precedente, con los datos anuales sobre aplicación del proceso inmediato en 
el Distrito Fiscal de Ancash, se infiere que este mecanismo de simplificación procesal no 
presentó durante los primeros cuatro años una actividad resaltante, pues el Ministerio 
Público solamente postuló 57 procesos inmediatos ante los órganos jurisdiccionales.  
 
A partir del año 2015, se aprecia un incremento con respecto de los tres años anteriores 
en conjunto superior al 68%, porcentaje que se incrementó por el carácter obligatorio de la 
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incoación del proceso inmediato a partir de finales de noviembre del año 2015, es decir en 
un período de un mes (diciembre 2015) el porcentaje de aplicación del proceso inmediato 
aumentó superlativamente comparado a los tres años anteriores.  
 
Propiamente, para los efectos de esta investigación, para el año 2016, el uso del proceso 
inmediato presenta una cifra de aplicación más notoria, a partir de 1488 requerimientos de 
proceso inmediato incoados en un conjunto de población de 593,387 personas, según 
datos del INEI hacia 2015, para el Distrito Fiscal de Ancash.14 Asimismo, se alcanza una 
media mensual de 124 procesos inmediatos en un distrito fiscal con competencia en 
quince provincias ancashinas. 
 
Posteriormente, hacia el año 2017 se tienen registrados 1755 requerimientos de proceso 
inmediato incoados, lo que advierte que, si bien es cierto hay un incremento progresivo, 
no llega a ser suficiente frente a las metas proyectadas por la Coordinación Nacional de 
Implementación de los Órganos Jurisdiccionales de flagrancia, omisión de asistencia 
alimentaria y conducción en estado de ebriedad, y porque existe la percepción social 
sobre el aumento de la inseguridad ciudadana y el incremento de la criminalidad, lo cual 
es una premisa para la emisión del Decreto Legislativo N° 1194. 
 
En esa línea, tomando como indicativos los números de casos resueltos a través de la 
incoación de procesos inmediatos en el Distrito Fiscal de Ancash presentados por la 




Cuadro N° 2. CASOS RESUELTOS POR ESTADO DEL PROCESO EN EL DISTRITO FISCAL DE 
ANCASH (2012-2018)  
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 TOTAL 
Proceso 
Inmediato 
01 04 07 72 126 74 23 307 
Fuente y elaboración: Secretaría Técnica de Implementación del Código Procesal Penal 
 
La interpretación del cuadro precedente nos permite inferir que, desde la puesta en 
vigencia del Código Procesal Penal en el Distrito Fiscal de Ancash, es decir, desde el año 
2012 hacia el año 2018, se habrían resuelto solo 307 casos. Ahora bien, para el período 
materia de estudio comparativo, se advierte que, para el año 2016, se resolvieron 126 
casos y, en el siguiente año 2017, esta cifra disminuyó a 74 casos resueltos. 
 
De ello, se puede interpretar que la aplicación del proceso inmediato en el año 2016 fue 
más alta que en el 2017, debido a que en los primeros meses de dicho año se aplicaba 
dicho proceso con carácter de obligatoriedad sin un margen de proporcionalidad ni 
razonabilidad, por parte de los fiscales, en un contexto de pérdida de autonomía para  el 
ejercicio de la acción penal en la persecución del delito. Del mismo modo, se puede inferir 
                                                             
14 INEI. Consulta: 28 de septiembre de 2017.  http://proyectos.inei.gob.pe/web/poblacion/ 
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que a partir de la doctrina legal establecida en el  Acuerdo Plenario Extraordinario N° 02-
2016/CIJ-116 se haya moderado el funcionamiento del proceso inmediato, pues la 
aplicación del mismo notoriamente disminuyó, coadyuvando a la conclusión de los 
procesos de manera no muy significativa. 
 
3.3.1.1 El impacto de la aplicación del proceso inmediato reformado frente a la 
delincuencia común 
 
En este acápite, tomando como referencia lo obtenido del Observatorio de Criminalidad 
del Ministerio Público, a través de las publicaciones “Mapas del Delito 2013-2017” y 
“Criminalidad común, violencia e inseguridad 2013-2018”, entre otros cuadros 
estadísticos, hemos extraído datos relacionados a las denuncias registradas en los 
sistemas de información del Ministerio Público encontrados en cinco sectores de alta 
comisión delictiva  a partir de su incidencia en los estudios de percepción  de inseguridad, 
victimización, así como en su trascendencia en la tasa de criminalidad que nos permitirán 
apreciar la evolución del delito en el horizonte de la aplicación y vigencia del Código 
Proceso Penal y su relación con la aplicación del proceso inmediato reformado a partir de 




Cuadro N° 3. DELITOS DE HURTO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 
MIXTAS EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH  
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Nro. 
Denuncias 
495 590 1246 1407 1462 1439 1376 
Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 4. DELITOS DE ROBO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 
MIXTAS EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH  




171 211 474 599 452 378 287 
Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 5. DELITOS DE EXTORSION DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 
MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH  





















En los cuadros N° 3, N° 4 y N° 5, relacionados a la comisión de delitos contra el 
patrimonio, se aprecia una leve reducción del registro de denuncias en el período 2016-
2017, reducción que no se puede atribuir a la aplicación del proceso inmediato reformado, 
porque dicha reducción resulta ínfima frente a la variación porcentual anual del registro de 
denuncias por el delito de hurto a nivel nacional [veáse al respecto el cuadro N° 1 - 
sección anexos a.1]. A efectos de una mejor explicación, señalaremos que esta variación 
porcentual se aprecia en el número de registro de denuncias por hurtos a nivel nacional 
para el año 2015, que se estableció en 67,638 denuncias. Dicho número de registros de 
denuncias para el año 2016 en los delitos de hurto ascendió a 75,487 (fijándose una 
variación porcentual de 11.60%). Así también se registró, para el año 2017, la cantidad de 
89,943 denuncias (que significaron una variación porcentual de 19.15%) y, del mismo 
modo, para el año 2018, se registraron 110,189 denuncias por hurto. 
 
Por ello, a partir de la variación porcentual anual positiva del registro de denuncias por 
hurto a nivel nacional para el período de años 2016-2017, se advierte que la aplicación del 
proceso inmediato no ha resultado disuasivo para la comisión de delitos contra el 
patrimonio, ya que similar tendencia se advierte para el número de denuncias a nivel 
nacional por el delito de robo [veáse al respecto cuadro N° 2 - sección anexos a.2], ya 
que, en el año 2015, se registraron 40,297 denuncias, así también, en el año 2016, se 
registraron 41,097 denuncias, en el siguiente año (2017), se realizaron 44,690 denuncias 
y, en el año 2018, se recibieron 63,762 en el sistema fiscal de registro. Todo ello nos 
permite inferir que, siendo estas modalidades de delitos contra el patrimonio las más 
frecuentes, el impacto del proceso inmediato no ha resultado significativo en el Distrito 
Fiscal de Ancash, menos aún nivel nacional.15 
 
 
Cuadro N° 6. DELITOS DE VIOLACION DE LA LIBERTAD SEXUAL DENUNCIADOS EN FISCALIAS 
PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH  

















Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 7. DELITOS DE VIOLENCIA FAMILIAR (2012-2015), DELITOS DE LESIONES Y 
AGRESIONES EN CONTRA DE LAS MUJERES O INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR (2016-2018) 
DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DE 
ANCASH 

















Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
                                                             
15 Por el contrario, en los delitos de extorsión, se aprecia una reducción en la variación porcentual 
para el período investigado, tanto en el ámbito regional como nacional.  En nuestra opinión, dicha 
variación no se refleja a causa del proceso inmediato sino a la actividad policial de investigación en 




En los cuadros N° 4 y N° 5, relacionados al registro de delitos contra la libertad sexual y a 
los delitos vinculados a la violencia familiar, como los delitos de lesiones y agresiones 
contra de las mujeres e integrantes del grupo familiar, el impacto del proceso inmediato en 
el período 2016-2017 en el ámbito regional no resulta significativo del mismo modo, pues, 
como se puede observar, el incremento de la variación porcentual del registro de 
denuncias por violación sexual y por agresiones contra las mujeres e integrantes del 
grupo familiar, año a año en el período materia de estudio, se ha incrementado 
notoriamente [veáse al respecto los cuadros N°4 y N°5 - sección anexos a.4 y a.5]. 
 
3.3.2 Resultados de la aplicación del proceso inmediato reformado en el Distrito 
Fiscal del Santa en el período años 2016-2017 
 
En el Distrito Fiscal del Santa, el proceso inmediato se aplicó por primera vez, con la 
vigencia del Nuevo Código Procesal Penal, a partir del 1° de junio de 2012 en cinco 
provincias del departamento de Ancash, cuya población ascendió aproximadamente a  
555, 247 habitantes hacia el año 2015. 
 
Del mismo modo, la información obtenida para la medición de los resultados del proceso 
inmediato reformado, se han obtenido de fuentes primarias como la Oficina de 
Indicadores de Producción  Fiscal del Ministerio Público del Distrito Fiscal de Santa, la 
Secretaría Técnica de Implementación del Código Procesal Penal y el Observatorio de 
Criminalidad del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 8. APLICACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA - 
PERÍODO 2015 AL 2018 





2015 0 9 
2016 72 170 
2017 164 122 
2018 791 133 
Fuente y elaboración: Oficina de Indicadores de Producción Fiscal del Ministerio Público del Distrito Fiscal del 
Santa. 
 
Del cuadro precedente, con los datos anuales sobre la evaluación de la aplicación (por 
implementación) del proceso inmediato en el Distrito Fiscal del Santa, se infiere que este 
mecanismo de simplificación procesal no presentó una actividad resaltante para el año 
2015. Incluso, podría calificarse de casi nula pues el Ministerio Público solamente postuló 




A partir del año 2016, se aprecia un notorio incremento en el uso del proceso inmediato, 
así como también en el año 2017. Sin embargo, no resulta ser significativo para 
determinar una consolidación del mismo. 
 
En esa línea, tomando como indicativos los números de casos resueltos a través de la 
incoación de procesos inmediatos en el Distrito Fiscal del Santa presentados por la 




Cuadro N° 9. CASOS RESUELTOS POR ESTADO DEL PROCESO  EN EL DISTRITO FISCAL DEL 
SANTA (2012-2018).  



















Fuente y elaboración: Secretaría Técnica de Implementación del Código Procesal Penal. 
 
La interpretación del cuadro precedente nos permite inferir que, desde la puesta en 
vigencia del Código Procesal Penal en el Distrito Fiscal del Santa, es decir, desde el año 
2012 hacia el año 2018, se habrían solo resuelto 448 casos:  141 casos más que en el 
Distrito Fiscal de Ancash. Ahora bien, para el período materia de estudio comparativo, se 
advierte que para el año 2016 se resolvieron 179 casos y, en el siguiente año (2017), esta 
cifra disminuyó a 114 casos resueltos. 
 
De ello, asimismo se puede interpretar -como se hizo para el análisis en el Distrito Fiscal 
de Ancash- que la aplicación del proceso inmediato en el año 2016 fue más alta que en  
2017, en razón a que en los primeros meses de dicho año se aplicaba dicho proceso con 
carácter de obligatoriedad sin un margen de proporcionalidad ni razonabilidad, por parte 
de los fiscales, en un contexto de pérdida de autonomía para  el ejercicio de la acción 
penal en la persecución del delito. Aquello, también permite inferir, que a partir de la 
doctrina legal establecida en el Acuerdo Plenario Extraordinario N° 02-2016/CIJ-116, se 
haya moderado el funcionamiento del proceso inmediato, pues la aplicación del mismo 
notoriamente disminuyó, coadyuvando a la conclusión de los procesos de manera no muy 
significativa. 
 
3.3.2.1 El impacto de la aplicación del proceso inmediato reformado frente a la 
delincuencia común 
 
En este acápite, tomando como referencia lo obtenido del Observatorio de Criminalidad 
del Ministerio Público, a través de las publicaciones “Mapas del Delito 2013-2017” y 
“Criminalidad común, violencia e inseguridad 2013-2018”, entre otros cuadros 
estadísticos, hemos extraído datos relacionados a las denuncias registradas en los 
sistemas de información del Ministerio Público, encontrados en cinco sectores de alta 
comisión delictiva en el Distrito Fiscal del Santa a partir de su incidencia en los estudios 
de percepción  de inseguridad, victimización, así como en su trascendencia en la tasa de 
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criminalidad que nos permitirán apreciar la evolución del delito en el horizonte de la 
aplicación y vigencia del Código Proceso Penal y su relación con la aplicación del proceso 
inmediato reformado a partir de finales del año 2015. 
 
 
Cuadro N° 10. DELITOS DE HURTO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 
MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA  
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Nro. 
Denuncias 
1046 1386 1563 1724 1879 2491 3009 
Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 11. DELITOS DE ROBO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 
MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA  
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Nro. 
Denuncias 
959 1254 1490 1174 966 1242 1190 
Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 12. DELITOS DE EXTORSION DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 
MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA  
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Nro. 
Denuncias 
161 248 309 433 244 190 174 
Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
Se aprecia en los cuadros N° 10, N° 11 y N° 12, relacionados al registro de denuncias de 
delitos contra el patrimonio en el Distrito Fiscal del Santa, que en la modalidad de hurto -
para el período 2016-2017-, hay una tendencia de incremento notorio, que guarda 
relación con la variación porcentual del referido delito en el ámbito nacional. Esto, 
asimismo, nos permite afirmar que el impacto del proceso inmediato no ha sido eficaz 
para la reducción de este tipo de delitos en dicho período. Si bien en la modalidad de 
robo, para el año 2016, hay una disminución de registro de denuncias, en el año 2017, 
este número se incrementa, superando el número de denuncias del año 2015 y del año 
2016. Similar situación se aprecia con los delitos de extorsión, registrados en el Distrito 
Fiscal de Ancash.  
Lo observado nos conlleva a inferir preliminarmente que, en este Distrito Fiscal del Santa, 
el impacto del proceso inmediato para disminuir la criminalidad y la inseguridad 
ciudadana, no ha generado resultados. De acuerdo a las cifras de registros de denuncias, 




Cuadro N° 13. DELITOS DE VIOLACION DE LA LIBERTAD SEXUAL DENUNCIADOS EN FISCALIAS 
PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA  
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Nro. 
Denuncias 
343 305 308 452 376 421 563 
Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
 
Cuadro N° 14. DELITOS DE VIOLENCIA FAMILIAR (2012-2015), DELITOS DE LESIONES Y 
AGRESIONES EN CONTRA DE LAS MUJERES O INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR (2016-2018) 
DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS  EN EL DISTRITO FISCAL DEL 
SANTA  
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Nro. 
Denuncias 
2849 3354 3208 3529 1377 3443 5025 
Fuente y elaboración: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público. 
 
Con relación, a lo que se observa en los cuadros N° 13 y N° 14, el registro de denuncias 
por  violación sexual disminuye en el período 2016-2017, así como también el registro de 
denuncias de delitos vinculados a la violencia familiar, como los delitos de lesiones y 
agresiones en contra de las mujeres o integrantes del grupo familiar. Sin embargo, 
resultará inadecuado, inferir que el impacto del proceso inmediato en el período 2016-
2017 en el ámbito regional haya sido positivo, pues habrían disminuido las denuncias, lo 
cual, resulta desproporcionado cuando se puede observar el incremento notorio de la 
variación porcentual del registro de denuncias por violación sexual y por agresiones 
contra las mujeres e integrantes del grupo familiar año a año en el período materia de 
estudio, al haberse incrementado sustancialmente en el ámbito nacional conforme a los 
registros del Observatorio de Criminalidad [veáse al respecto los cuadros N°4 y N°5- 






Tomando en cuenta el avance ejecutado de la investigación, se plantean las siguientes 
conclusiones preliminares: 
 
1. RESPECTO DE LA EVALUACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO EN EL 
CONTEXTO JURISDICCIONAL 
 
a. El proceso inmediato no se ha consolidado en la totalidad de distritos fiscales 
donde se encuentra vigente el NCPP, conforme a las estadísticas expuestas por la 
Coordinación Nacional de Implementación de los Órganos Jurisdiccionales de 
flagrancia, omisión de asistencia alimentaria y conducción en estado de ebriedad 
dentro el período 2016-2017 analizado. Por ende, ni en el Distrito Fiscal de Ancash 
ni en el Distrito Fiscal del Santa ha alcanzado una consolidación, de acuerdo a lo 
señalado por el Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público, a través de las 
publicaciones “Mapas del Delito 2013-2017” y “Criminalidad común, violencia e 
inseguridad 2013-2018”, en los cinco principales segmentos delictivos 
presentados. 
 
b. La aplicación del proceso inmediato por su obligatoriedad a partir de lo dispuesto 
en el Decreto Legislativo N°1194 generó que su aplicación alcanzara niveles altos 
de aplicación en los primeros seis meses tanto en el Distrito Fiscal de Ancash 
como en el Distrito Fiscal del Santa. 
 
c. La conclusión de procesos iniciados con incoación de proceso inmediato en los 
Distritos Fiscales de Ancash y del Santa dentro del período investigado se han 
reducido en 40%.  
 
d. El proceso inmediato sí es un mecanismo de simplificación procesal, de gran 
utilidad para la descarga procesal de los órganos jurisdiccionales, especialmente 
para la atención de casos especiales, como sucede en el caso de la evaluación de 
delitos de omisión a la asistencia familiar. 
 
e. La aplicación del proceso inmediato se ha reconducido a través de los 
lineamientos del Acuerdo Plenario N° 2-2016/CIJ-116, lo que ha ocasionado una 
moderación en su funcionamiento, ya que a través de los criterios impuestos y la 
doctrina legal desarrollada su aplicación debe ser ponderada antes de decidirse su 
incoación. 
 
f. La obligatoriedad de la incoación del proceso inmediato se sustenta en dos 




g. El proceso inmediato es una institución procesal de simplificación cuyo origen se 
remonta al derecho procesal italiano y su aplicación en Latinoamérica se ha 
extendido a los ordenamientos jurídicos penales de Costa Rica, El Salvador, 
Honduras, Argentina, Chile, Ecuador y Perú, entre otros, a través de otras 
denominaciones. 
 
h. La importación de institutos procesales como el investigado debe resultar antes de 
un estudio de aplicabilidad previo para las condiciones y circunstancias 
nacionales. 
 
i. La celeridad que promociona la incoación de un proceso inmediato, que ocasiona 
la imposición de una sentencia rápida, no necesariamente impone una sanción 
proporcional. Esto se debe a que, en el ínterin procesal,  las defensas técnicas no 
gozan de un tiempo razonable de estudio de la carpeta fiscal y de los actuados, lo 
cual condiciona la presencia de garantías mínimas para una defensa eficiente. 
 
2. RESPECTO DE LA EVALUACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO CON LA 
APLICACIÓN DE UNA POLÍTICA CRIMINAL NACIONAL 
 
a. Los objetivos que subyacen en la política criminal dispuesta en el Decreto 
Legislativo N°1194, como son brindar una mayor y mejor seguridad ciudadana, la 
atención y control de la delincuencia y la reducción de crímenes especialmente los 
vinculados al ámbito de atentados contra el patrimonio de los ciudadanos a nivel 
común por su relación directa y especial en casos de sicariato, de extorsión, 
donde se registra el tráfico ilícito de drogas e insumos químicos, los casos donde 
se registran situaciones de usurpación y tráfico de terrenos y el registro de actos 
de tala ilegal de madera, no pueden ser alcanzados a través de un mecanismo de 
simplificación procesal como el proceso inmediato, pues estos últimos no 
presentan simplicidad en su investigación y requieren actos de investigación más 
complejos. 
 
b. Los delitos contra el patrimonio en los Distritos Fiscales del Santa y de Ancash  en 
el período investigado han alcanzado niveles de incremento moderado, no 
percibiéndose un impacto eficaz por la aplicación del proceso inmediato. A  nivel 
nacional, en el período estudiado, se registraron denuncias por el delito de hurto 
en un número de 75,487 para el año 2016, mientras que, para el año 2017, la 
cantidad de denuncias aumentó a 89,943. Similar tendencia, se puede apreciar 
para los delitos de robo, violación sexual y agresiones contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar.  
 
c. Una política criminal destinada a combatir las altas tasas de delincuencia debe 
sustentarse en previos estudios de impacto, y su implementación a la capacitación 
previa y progresiva de los operadores jurídicos, situación que no se ha acreditado 
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en la etapa previa a la regulación normativa del proceso inmediato reformado en 
el sistema procesal peruano. 
 
d. Se requiere una reingeniería institucional en los órganos vinculados al ámbito de 
la prestación de servicios jurisdiccionales y fiscales que conocen los procesos 
inmediatos de flagrancia con la finalidad de ejecutar y aplicar el proceso inmediato 
en forma razonable y proporcional. 
 
e. La participación consensuada de las instituciones públicas en materia de 
administración de justicia debe ser vinculante en la determinación de los alcances 
de la próxima política criminal estatal. 
 
f. El legislador frente a una realidad social y a la problemática de la criminalidad e 
inseguridad ciudadana persiste en confundir el uso de mecanismos de 
simplificación procesal para sustentar la proyección de políticas criminales, así 
como el frecuente incremento de penas y creación de tipos penales. Todo ello, se 
hace sin un estudio preliminar que viabilice el uso del proceso inmediato, al menos 
no existe referencia objetiva que detalle una proyección eficiente en el ámbito de 
aplicación más únicamente de proyectos piloto como se hicieron en el Distrito 









1. Las próximas políticas jurisdiccionales en materia de política criminal sobre el 
proceso inmediato deberán tener: 
 
(i) Un mayor detallado de normas procedimentales y procesales que 
puedan dotar de una mayor eficiencia a la labor fiscal y judicial. 
 
(ii) Una acción del Poder Ejecutivo que permita proyectar un mayor 
presupuesto para el Poder Judicial, el Ministerio Público y el Ministerio 
del Interior, en el caso específico del proceso inmediato. 
 
(iii) Una mayor interacción de trabajo conjunto entre el Poder Judicial, 
Ministerio Público y Ministerio del Interior para coordinar acciones en 
casos que puedan desarrollarse en contextos de flagrancia y, por ende, 
del proceso inmediato. 
 
(iv) El desarrollo de mayores acciones formales y oficiales para una línea 
de acción que detalle el control social preventivo o disuasivo desde 
otros ámbitos lejanos al nivel punitivo estatal o de intervención 
jurisdiccional. 
 
2. Consideramos que la emisión de una política jurisdiccional futura destinada a la 
reducción de índices de criminalidad y de combate a la inseguridad ciudadana, 
debe considerar el uso de indicadores de desempeño, puesto que estos se 
encuentran relacionados con el análisis y evaluación de los resultados 
judiciales y fiscales en los ámbitos de acción de las intervenciones públicas de 
las instituciones que conforman el sistema de justicia. 
 
3. Las futuras políticas criminales deben inducir hacia un proceso de 
transformaciones estructurales y funcionales que permitan eliminar 
inconsistencias entre las actividades de las instituciones que conforman el 
sistema de justicia y sus objetivos prioritarios. 
 
4. El desempeño de una política jurisdiccional, a nuestra opinión, puede resultar 
ser medible y evaluado en términos de indicadores de eficiencia, eficacia, 
economía y calidad. Dicha medición, necesariamente, deberá evidenciar la 
relación entre los indicadores de proceso y su cooperación a los indicadores de 































































I. OBJETIVOS DE LAS ENCUESTAS 
 
     Se plantea desarrollar “Encuestas” con el objetivo de determinar: 
 
a) La percepción de los magistrados y personal de apoyo (fiscal y jurisdiccional) en el 
Ministerio Público y Poder Judicial en la Región de Ancash, donde se ubican las 
Cortes Superiores y Distritos Fiscales de Ancash y El Santa. 
b) El alcance teórico y procedimental que se tiene sobre el “Proceso Inmediato” 
respecto de los objetivos que propuso el legislador.  
 
II. ENCUESTAS DIRIGIDAS AL PERSONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO 
 






Primer Despacho de Investigación de la 1° Fiscalía Provincial 















1 1 1 2 1 






Segundo Despacho de Investigación de la 1° Fiscalía 















1 1 1 2 1 






Tercer Despacho de Investigación de la 1° Fiscalía Provincial 















1 1 1 2 1 









Primer Despacho de Investigación de la 2° Fiscalía Provincial 















1 1 1 2 1 







Segundo Despacho de Investigación de la 2° Fiscalía 















1 1 1 2 1 






Tercer Despacho de Investigación de la 2° Fiscalía Provincial 















1 1 1 2 1 


















III. ENCUESTAS DIRIGIDAS AL PERSONAL DEL PODER JUDICIAL 
 
1. Relación de Despachos de la Corte Superior de Justicia de Ancash16 
 
Se han ejecutado dos encuestas a dos despachos 
 
Despacho Nº 01 













01 03 05 
 
NOTA: En Distrito Judicial de Ancash, el Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria de 
Huaraz es el Juzgado Especializado en proceso de flagrancia y proceso inmediato. 
 
 
2. Relación de Despachos de la Corte Superior de Justicia de El Santa17 
 
 
Despacho Nº 02 
Corte Superior de 












01 02 04 
 
NOTA: En el Distrito Fiscal del Santa, el Primer y el Cuarto Juzgado de Investigación 
Preparatoria del Santa son los Juzgados Especializados en proceso de flagrancia y 
proceso inmediato. 
 
IV. RESULTADOS DE LAS ENCUESTAS 
 
1. Respecto del ámbito teórico y aplicativo del “Proceso Inmediato”: 
Ministerio Público  
 
 
                                                             











Desde la promulgación del Decreto 




¿El proceso penal cumple los 












El proceso inmediato ¿Cumple las 
expectativas propuestas por el 
legislador? 
5 31 
El proceso inmediato ¿está vinculado 
con una política criminal en el país? 
3 33 
El proceso inmediato ¿cumple un 
objetivo de reducción de la carga 
procesal penal? 
34 2 
El proceso inmediato ¿resulta eficaz? 2 34 
La población percibe positivamente 
(o negativamente) la implementación 
y ejecución del proceso inmediato 
4 36 
 




Desde la promulgación del Decreto 




¿El proceso penal cumple los 











El proceso inmediato ¿Cumple las 
expectativas propuestas por el 
legislador? 
06 10 
El proceso inmediato ¿está vinculado 
con una política criminal en el país? 
06 10 
El proceso inmediato ¿cumple un 
objetivo de reducción de la carta 
procesal penal? 
10 06 
El proceso inmediato ¿resulta eficaz? 08 08 
La población percibe positiva o 
negativamente la implementación y 









I. OBJETIVOS DEL ANÁLISIS ESTADÍSTICO 
 
      Se plantea desarrollar “el trabajo de campo” para así analizar: 
 
a) El contexto referencial que se registra en la Región de Ancash en dos Distritos 
Fiscales y Cortes Superiores de Justicia, sobre la cual se detalla la “población y 
muestra de estudio”. 
 
b) El contexto de aplicabilidad del Decreto Legislativo Nº 1194, sobre la cual se 




II. REGISTRO DE CARPETAS FISCALES EN EL DISTRITO DE ANCASH 
 
 
CASOS RESUELTOS POR ESTADO DEL PROCESO  EN EL DISTRITO FISCAL 
DE ANCASH (2012-2018). 
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 TOTAL 
Proceso 
Inmediato 
01 04 07 72 126 74 23 307 





III. REGISTRO DE CARPETAS FISCALES EN EL DISTRITO DE EL SANTA 
 
 CASOS RESUELTOS POR ESTADO DEL PROCESO  EN EL DISTRITO FISCAL 
DEL SANTA (2012-2018). 
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 TOTAL 
Proceso 
Inmediato 
0 01 05 96 179 114 53 448 














IV. DETALLE DE LOS TIPOS DE DELITOS EVALUADOS  
 
1. Respecto de los principales cinco sectores de comisión de delitos relacionados a 
la inseguridad ciudadana18.  
 
 



















































































Fuente: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público / Oficios N° 000215-2019-MP-FN-OFOBCRI 









                                                             
18 A partir de las estadísticas y la metodología encontrada en los documentos “Mapas del Delito 
2013-2017” y “Criminalidad común, violencia e inseguridad 2013-2018”, elaborados por el 




EXTRACTO  DE CUADRO DE REPORTE ESTADISTICO DE PRINCIPALES DELITOS 
DENUNCIADOS EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH (2012-2018).  
 
DELITOS DE HURTO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES 
Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH. 


















DELITOS DE ROBO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES 
Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH. 


















DELITOS DE EXTORSION DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES 
PENALES Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH 


















DELITOS DE VIOLACION DE LA LIBERTAD SEXUAL DENUNCIADOS EN 
FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DE 
ANCASH. 


















DELITOS DE LESIONES Y AGRESIONES CONTRA LAS MUJERES E 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR DENUNCIADOS EN FISCALIAS 
PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DE ANCASH. 
AÑO 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 
Nro. 
Denuncias 
3041 1921 4150 4088 2790 4126 4487 








EXTRACTO DE CUADRO DE REPORTE ESTADISTICO DE PRINCIPALES DELITOS 
DENUNCIADOS EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA (2012-2018)  
 
 
DELITOS DE HURTO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES 
Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA. 


















DELITOS DE ROBO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES 
Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA. 


















DELITOS DE EXTORSION DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES 
PENALES Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA. 


















DELITOS DE VIOLACION DE LA LIBERTAD SEXUAL DENUNCIADOS EN 
FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL 
DEL SANTA. 


















DELITOS DE LESIONES Y AGRESIONES CONTRA LAS MUJERES E 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR DENUNCIADOS EN FISCALIAS 
PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS,  EN EL DISTRITO FISCAL DEL SANTA. 
































I. DEL MINISTERIO PÚBLICO 
 
1.1 DISTRITO FISCAL DE ANCASH 
 

































1.2 DISTRITO FISCAL DEL SANTA 
 

























1.3 SECRETARIA TECNICA DE IMPLEMENTACION DEL CODIGO 
PROCESAL PENAL 
 













1.4 OBSERVATORIO DE CRIMINALIDAD 
 





a.1. Cuadro N° 1 DELITOS DE HURTO DENUNCIADOS EN FISCALIAS 






a.2. Cuadro N° 2 DELITOS DE ROBO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES 






a.3. Cuadro N° 3. DELITOS DE EXTORSION DENUNCIADOS EN FISCALIAS 





a.4. Cuadro N° 4. DELITOS DE VIOLACION DE LA LIBERTAD SEXUAL 
DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y MIXTAS,  EN EL 





a.5. Cuadro N° 5. DELITOS DE VIOLENCIA FAMILIAR (2012-2015), DELITOS DE 
LESIONES Y AGRESIONES CONTRA LAS MUJERES E INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR (2016-2018) DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 



























b.1. Cuadro N° 1 DELITOS DE HURTO DENUNCIADOS EN FISCALIAS 






b.2. Cuadro N° 2 DELITOS DE ROBO DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES 







b.3. Cuadro N° 3 DELITOS DE EXTORSIÓN DENUNCIADOS EN FISCALIAS 






b.4. Cuadro N° 4 DELITOS DE VIOLACIÓN DE LIBERTAD SEXUAL DENUNCIADOS 







b.5. Cuadro N° 5. DELITOS DE VIOLENCIA FAMILIAR (2012-2015), DELITOS DE 
LESIONES Y AGRESIONES CONTRA LAS MUJERES E INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR (2016-2018) DENUNCIADOS EN FISCALIAS PROVINCIALES PENALES Y 
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